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Prólogo


 Es un auténtico placer presentarles una nueva edición de la guía de «Jurisprudencia Tributaria Práctica», que ya celebra su décimo aniversario y por cuya trayectoria no podemos evitar sentir, permítannoslo, cierto orgullo de padres.

Esta obra, preparada colectivamente por los profesionales de Deloitte y la Universidad Pontificia de Comillas, nace del deseo de allanar la labor de actualización técnica de quienes, desde los departamentos internos de las empresas, como asesores externos o desde otras posiciones igualmente prácticas desarrollan su labor dentro del vasto campo de actuación del Derecho tributario y se enfrentan, por ello, a la necesidad de interpretar y aplicar diariamente la norma.

La edición que tienen en sus manos incluye una recopilación de los pronunciamientos más significativos emitidos en 2019 por los diversos órganos revisores de la Administración tributaria española, así como por distintas instancias jurisdiccionales, incluyendo varias sentencias emitidas por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Destacan los relativos a materias tan relevantes como las opciones tributarias (respecto de cuya delimitación se viene observando una preocupante tendencia expansiva), resaltando a este respecto la resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 16 de enero de 2019, en la que se matiza el criterio administrativo sobre su alcance respecto de la compensación de bases imponibles negativas y su relación con el principio «rebus sic stantibus»; o las sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 26 de febrero de 2019, conocidas como las «sentencias danesas», que introducen una doctrina de gran calado en cuanto a la aplicación de las exenciones previstas en las Directivas sobre dividendos e intereses, que ya ha tenido su reflejo en la Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 8 de octubre de 2019, incluida asimismo en este compendio.

El entorno de la profesión, cada vez más exigente; la velocidad con que se suceden las modificaciones legislativas -propiciadas por las anteriores crisis y los sucesivos Gobiernos- y los cambios en los criterios interpretativos, junto con la creciente complejidad del sistema tributario español, convierten este deseo en una evidente necesidad. El «día a día» es implacable y el tiempo nuestro recurso más escaso. Por ello, confiemos en que la presente guía constituya una herramienta útil y didáctica, que venga a facilitarles a ustedes, sus usuarios, el camino hacia esta tarea, en ocasiones inabarcable, de mantenerse actualizados de las tendencias en la interpretación de la norma tributaria, a la vez que nos ofrece a todos -tanto a quienes la preparamos, como a quienes la manejan- la oportunidad de hacer de la necesidad virtud.

Desplazándonos a un terreno más sombrío, no podemos finalizar este prólogo sin hacer referencia a la grave crisis humana, sanitaria y económica generada por el COVID-19. A las dolorosas pérdidas personales, se ha unido la desesperanza ante las perspectivas de un futuro incierto para la mayor parte de la población, y se habla ya de otra "generación perdida". El entorno económico mundial ha sufrido un cambio radical y, desgraciadamente, la economía española está siendo una de las más duramente golpeadas por los efectos de la crisis.

En este contexto, surge la acuciante necesidad de preservar el tejido productivo y el empleo, objetivo en el que tanto grandes empresas, como pymes y autónomos desempeñan un papel crucial. Es preciso que el Estado reconozca tal papel y se muestre receptivo, en todas sus instancias, hacia las necesidades manifestadas por estos actores principales, verdaderos protagonistas de la economía, de cara a garantizar su viabilidad, supervivencia y crecimiento. El Foro Tributario de Grandes Empresas cobra, en este momento, un especial sentido como marco de cooperación, discusión y construcción y urge ahora, más que nunca, conjugar sus potencialidades con las propias del Derecho Tributario, como armas de sostenimiento y recuperación de la economía, necesario preludio y garantía de la atención a las necesidades básicas de los ciudadanos y del impulso de la prosperidad común y la justicia social.
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C.I. Impuesto sobre Sociedades


 1.  Base imponible

1.1.  Gastos deducibles








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 21 de febrero de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 654/2016



	Autor:
	Diana Soto López





Resumen


Deducibilidad del deterioro de existencias por destrucción de mercancías por caducidad o defecto, y del deterioro de existencias por lenta rotación. La destrucción de las mercaderías es un elemento probatorio de la depreciación efectivamente sufrida, constituyendo la diferencia entre lo dotado y lo destruido no una provisión, sino una previsión no deducible. Respecto del deterioro por lenta rotación, no se ha probado que las mercancías no vendidas en los últimos 12 meses no tengan valor, luego no resulta fiscalmente deducible.

Principales mensajes


«(…) la resolución del TEAC en cuanto al primer aspecto viene a negar la provisión pues la actora sabe en cada momento que ha destruido y el coste de lo destruido.

La recurrente en su demanda no desmiente esa argumentación, limitándose a indicar que presentó ante el TEAC dos facturas por la destrucción.

Pero claro si se rechaza la provisión resulta evidente que dichas facturas no pueden tener los efectos pretendidos.

En lo que hace referencia a la "lenta rotación" consideramos que no es razonable el criterio de la actora que consideró que los productos que no había vendido en los 12 meses anteriores no valían nada.

Y respecto a la argumentación de la parte relativa al ejercicio 2007 consideramos igualmente que habría lugar a una desimposición al negarse toda virtualidad a un ingreso que traía causa de una deducción indebida de un gasto que, aunque fuera improcedente, se había deducido».

Comentario


El contribuyente mantuvo en los ejercicios 2007 y 2008 una provisión por destrucción de mercancías y por lenta rotación. La Inspección consideró que las dotaciones realizadas no eran deducibles, mientras que el menor gasto (ingreso) derivado de la aplicación parcial de la provisión en el ejercicio 2007 sí era fiscalmente computable.

La AN acoge la posición y razonamientos de la Inspección y, posteriormente, del TEAC. Así, rechaza la deducibilidad de las provisiones por la posible destrucción de las mercancías, pues el contribuyente sabe en cada momento qué ha destruido y su coste; ya que al cierre del ejercicio conocía el importe exacto de las mercancías destruidas en el ejercicio, por lo que debió registrar una pérdida por este importe. El exceso del deterioro sobre la mercancía efectivamente destruida no es gasto deducible, pues corresponde a una previsión de destrucción, superior a la efectiva. Sin embargo, en su sentencia de 21 de diciembre de 2016 (Recurso Núm. 589/2013), la AN había admitido la deducción del deterioro de productos caducados, aunque no fuesen destruidos en el propio ejercicio, sino en uno posterior.

La AN rechaza igualmente la deducibilidad de los deterioros por lenta rotación, al no ver razonable el criterio de la actora, que consideró que los productos que no había vendido en los 12 meses anteriores no valían nada. La sentencia sigue la misma línea de pronunciamientos anteriores del mismo tribunal, en cuanto a que el deterioro se debe dotar cuando el valor de mercado sea inferior a su precio de adquisición o coste de producción, extremo que el contribuyente debe estar en disposición de probar. Deterioros basados exclusivamente en criterios de temporalidad o de antigüedad, sin que resulte probada la minoración del valor, dan lugar a gastos no deducibles (SSAN de 11 de junio de 2018, Recurso Núm. 382/2014; de 14 de junio de 2012, Recurso Núm. 330/2009; o de 13 de abril de 2011, Recurso Núm. 250/2008).

Finalmente, la AN rechaza la pretensión del contribuyente de dejar sin efecto fiscal el ingreso registrado en el primer año regularizado, ya que ello daría lugar, según la Administración y la Sala, a una desimposición, pues supondría negar virtualidad a un ingreso que trajo causa de un gasto fiscal indebidamente deducido en 2006, pero deducido, al fin y al cabo, y que, por prescripción, no ha podido regularizarse.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 10 de julio de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 1088/2018



	Autor:
	Juan Pedro Vidal López





Resumen


El TEAC confirma la no deducibilidad de la provisión por terminación de obra dotada por el contribuyente a su inicio (y calculada aplicando un porcentaje sobre las ventas), por considerar que cubre una obligación implícita o tácita, frente al criterio de aquel, para quien no se trata de un pasivo contingente, por representar una obligación de retirada de la maquinaria de obra e instalaciones y por los gastos de liquidación y fianzas que asume desde la adjudicación de la obra.

Principales mensajes


«En relación con esta provisión para finalización de obra que dotan las empresas constructoras, este Tribunal ya manifestó en su Resolución de 16 de enero de 2019 (RG 14/2016) el criterio de que la misma no pueda ser considerada fiscalmente deducible de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13.1.a) del TRLIS, al tratarse de una obligación implícita o tácita».

«El obligado se limita a señalar que no es una obligación implícita, ya que cuando se le adjudica a la UTE la construcción del Pabellón, el adjudicatario se obliga a la entrega del mismo en las condiciones que permitan su uso (…). El argumento del obligado sería aplicable a cualquier tipo y condición de gasto que, de cualquier manera, pudiera afectar a la entrega en perfectas condiciones de la obra adjudicada, resultando en la práctica ilimitada la referida provisión».

Comentario


La provisión por terminación de obras, prevista en el PGC adaptado para empresas constructoras, tiene por finalidad hacer frente a los gastos de conservación de las obras durante el periodo de garantía, retirada de la obra, levante de instalaciones, así como de los gastos de liquidación y el importe de las fianzas hasta su devolución. Dada su naturaleza, recoge gastos definidos o ciertos, pero de cuantía indeterminada.

En el caso a que se refiere la resolución analizada, el obligado tributario justifica la deducibilidad de dicha provisión sobre la base de que se trata de una obligación actual y cierta de retirada de la maquinaria de obra e instalaciones y por los gastos de liquidación y fianzas, que se calcula para cada obra y que se asume desde la formalización de la relación con el cliente (en este caso, a través de una UTE).

Frente a dicho criterio, la Inspección considera que la provisión dotada se corresponde con una obligación implícita o tácita (entendida como aquella que se deriva de actuaciones de la propia entidad poniendo de manifiesto ante terceros que está dispuesta a asumir cierto tipo de responsabilidades); obligación que nacerá al finalizar la obra para cubrir su buen funcionamiento cuando esté terminada e incluso entregada, y hacer frente a posibles contingencias que pudieran surgir para cubrir el normal funcionamiento de la misma, pero nunca antes.

En estas obligaciones, hay un cierto carácter subjetivo y unilateral en la generación del riesgo cubierto por la provisión, pues no existe correlación con el derecho de un tercero que pueda exigir su cumplimiento, por lo que la normativa del IS entiende que esa obligación asumida por la empresa no es un hecho lo suficientemente cierto que determine la asunción fiscal del gasto asociado a esa provisión (así, el art. 13.1ª TRLIS, al igual que hace el actual art. 14.3.a) LIS).

El TEAC confirma la no deducibilidad de la referida provisión, reiterando el criterio ya expresado en resolución de 16 de enero de 2019 (Resolución Núm. 14/2016), a la cual se remite y en la que se establece que, aunque la provisión esté correctamente dotada desde un punto de vista contable, se refiere a una obligación implícita o tácita.








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 11 de julio de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 110/2018



	Autor:
	Carolina Cartelle Toimil





Resumen


El TSJ de Madrid rechaza la regularización practicada por la Inspección sobre las retribuciones satisfechas al director general de la sociedad, que era, asimismo, su consejero delegado. Considera que la teoría del vínculo no resulta aplicable al caso, por concurrir en el cargo del director general las notas de dependencia, ajenidad y responsabilidad limitada que caracterizan a la relación laboral común, y que son distintas de las funciones directivas y de gestión y titularidad de la empresa propias del consejero.

Principales mensajes


«(…) la Inspección hizo una valoración sesgada de la situación real de "X", y de las funciones que podía llevar a cabo el Sr. "Y", al no tener en cuenta el organigrama del grupo de sociedades en el que se integraba, conjuntamente con las normas de gobierno interno de (…), que concretaban, en relación al grupo, las responsabilidades y los límites en las funciones atribuidas al Sr. "Y", escudándose en que eran documentos privados con los efectos limitados del artículo 1227 del Código Civil y en el artículo 1230 de la misma disposición legal que dispone que los documentos privados hechos para alterar lo pactado en escritura pública, no producen efecto contra tercero.

Y es que (…) no había ninguna razón para no tenerlos en consideración ni se había acreditado por la Inspección que se presentaran para alterar lo pactado en escritura pública o en los Estatutos Sociales de "X"».

Comentario


El director general de la sociedad recurrente simultaneaba su cargo con el de consejero delegado, posición ésta para la que había sido nombrado con posterioridad. Por el desempeño de aquel cargo, percibía la retribución derivada de su contrato de alta dirección. La Inspección y el TEAR de Madrid consideraron que la relación mercantil prevalecía sobre la laboral («teoría del vínculo») y, puesto que los estatutos sociales no establecían la remuneración del cargo de administrador, que aquella retribución constituía una liberalidad.

La sociedad se oponía, alegando que tal criterio trasladaba del ámbito laboral al tributario la doctrina del vínculo, pero únicamente desde una perspectiva formal y no material, presumiendo subsumidas las funciones del director general en su condición de consejero delegado, pese a las notas de ajenidad, dependencia y no responsabilidad que concurrían en el caso concreto, propias de la relación laboral. Así, el director general estaba subordinado jerárquica y funcionalmente al propio consejo de administración mediante un procedimiento de trabajo e, igualmente, a la sociedad matriz, pues respondía ante el presidente del consejo de administración que, a su vez, respondía ante el consejero delegado de la matriz, no siendo ninguno miembros del consejo de administración de esta última. Además, el director general no tenía poder decisorio final y estaba sometido a limitaciones para la toma de decisiones estratégicas.

El TSJ considera que la Administración hizo una valoración sesgada de la situación real de la sociedad, al negar virtualidad a la documentación que ésta le proporcionó, escudándose para ello en lo dispuesto en los arts. 1227 y 1230 CC sobre la eficacia limitada de los documentos privados frente a terceros, pero sin acreditar la procedencia de su aplicación. El TSJ considera que concurren en el caso las notas que caracterizan la relación laboral común y que son distintas de las funciones directivas y de gestión y de la titularidad de la empresa propias del consejero.

La discusión resuelta por el TSJ se plantea bajo la vigencia del TRLIS, pero su fallo va en línea con lo regulado por la vigente LIS –art. 15.e)–, que excluye expresamente del concepto de liberalidad las retribuciones a los administradores por el desempeño de funciones de alta dirección, u otras funciones derivadas de un contrato de carácter laboral con la entidad.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 8 de octubre de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 2506/2017



	Autor:
	Mariano Pérez de Ayala Mercado





Resumen


El TEAC reitera la no deducibilidad de los gastos imputados tardíamente cuando con ello se genera base imponible negativa, por dar lugar a una menor tributación, en los términos del art. 19.3 TRLIS, al suponer una ampliación del plazo de 18 años establecido en el TRLIS para la compensación de BINs. El contribuyente pudo reconocer el gasto en 2008, pero lo imputó en 2009, generando un diferimiento del citado plazo, que da lugar a una menor tributación.

Principales mensajes


«(…) Si la única razón por la que, en la regularización que se practicó a cargo de la entidad por su IS de 2007, se consideró que se trataba de un gasto no deducible era que no había transcurrido el tiempo mínimo necesario desde el vencimiento para reconocer efecto fiscal a la provisión (seis meses según el artículo 12 TRLIS), parece claro que dicho tiempo ya habría transcurrido, con creces, al cierre del ejercicio 2008. Se trataría, por tanto, de un gasto deducible en ese ejercicio».

«(…) en el supuesto que nos ocupa, no puede admitirse el diferimiento pretendido por la entidad recurrente por cuanto, la imputación al ejercicio 2009, sí que supondría una menor imposición, y ello, por aplicación del criterio ya manifestado por este Tribunal Central en su Resolución de 4 de febrero de 2016, RG 3431/13 (…)».

Comentario


El contribuyente instó la rectificación de su autoliquidación del IS de 2009, a fin de imputar en ese ejercicio el gasto correspondiente a una provisión por insolvencias dotada en 2007 y que la Inspección había regularizado como no deducible, por no haber transcurrido entonces el plazo de 6 meses desde el vencimiento de la obligación establecido en el art. 12 TRLIS.

La solicitud de rectificación fue desestimada por la Administración tributaria y, posteriormente, por el TEAR de Andalucía, que consideró que correspondería imputar el gasto en 2008 (y no en 2009).

Para el TEAC, resulta inusual que el contribuyente decidiese rectificar 2009 y no 2008, cuando en este ejercicio ya se habían cumplido los requisitos de deducibilidad, al haber transcurrido el tiempo mínimo necesario para reconocer efecto fiscal a la provisión. Dicho lo anterior, el TEAC centra la cuestión en determinar las condiciones en que puede imputarse a un ejercicio posterior un gasto contabilizado en un ejercicio previo.

A este respecto, recuerda el TEAC que el art. 19.3 TRLIS (actual art. 11.3 LIS) habilita la imputación de un gasto en un periodo impositivo posterior, siempre que de ello no se derive una tributación inferior a la que, de otra manera, hubiera correspondido. Sin embargo, en el supuesto planteado, las autoliquidaciones del IS de los ejercicios 2008 y 2009 generaron BINs, por lo que el TEAC considera que la imputación de un gasto a un ejercicio posterior al que corresponde supondría la ampliación del plazo para compensar dichas BINs, dando lugar, por tanto, a una menor tributación. Por ello, se remite al criterio manifestado en su Resolución de 4 de febrero de 2016 (Resolución Núm. 3431/2013) y rechaza que, en este caso, pueda admitirse la deducción en el ejercicio 2009 de un gasto contabilizado en 2007 y deducible en 2008.

Debe tenerse en cuenta que la limitación temporal para la compensación de BINs desapareció con la actual LIS. Por ello, cabe plantearse que, con la actual normativa, la conclusión del TEAC habría sido distinta, en la medida en que la imputación del gasto en un periodo posterior a su devengo fiscal no habría tenido efecto sobre el periodo de compensación de BINs, no generando «una tributación menor» en los términos razonados por el TEAC en la presente Resolución.

1.2.  Libertad de amortización








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 14 de febrero de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 1524/2017



	Autores:
	Rubén Castillo Merino / Pablo Moliné Bagüés 





Resumen


Unificación de criterio. La libertad de amortización es una opción tributaria que, como tal, únicamente puede ejercitarse en el plazo reglamentario de declaración, de forma que, si el contribuyente decide no acoger a ella determinados bienes o derechos, ya no podrá mudar esa opción respecto de ese ejercicio. Esto no le impedirá poder disfrutar del beneficio en los ejercicios siguientes, aunque la libertad de amortización alcance a los mismos bienes y/o derechos.

Principales mensajes


«El tema que nos ocupa debe resolverse a partir del análisis de la naturaleza jurídica, de la regulación de qué es y en qué consiste tal beneficio fiscal y de qué modo y manera y cuándo se aplica en la práctica»

«Su aplicación no es obligatoria sino voluntaria. Cuando se cierra el ejercicio, la empresa tiene que haber decidido si va a aplicarse "la libertad de amortización", o no; y, si la respuesta es que sí, en ese momento tendrá que determinar la cuantía exacta de por cuánto lo va a hacer, que será la del ajuste extracontable que va a precisar».

«Decisión –la de aplicarla– que repercutirá no sólo en la tributación de ese ejercicio (menor tributación), sino también en la de los siguientes (mayor tributación)».

«Todo lo cual, lleva a este Tribunal a declarar que la aplicación del beneficio de "la libertad de amortización" funciona como una opción».

Comentario


El Director de la AEAT recurre en alzada la resolución del TEAR de Cantabria, favorable a la pretensión del contribuyente de aplicar libertad de amortización disponible para absorber parcialmente el aumento de base imponible derivado de la regularización administrativa de la amortización como gasto no deducible.

El TEAC centra el debate en la naturaleza jurídica de la libertad de amortización, analizando su encuadre alternativo como opción tributaria –inmodificable, según la Inspección, en los términos del art. 119.3 LGT– o como derecho –cuya rectificación puede, por tanto, instarse, en los términos del art. 120.3 LGT–. A este respecto, reconoce que la norma no configura categorías encuadrables en uno y otro tipo, debiendo hacerse un análisis caso por caso.

El TEAC contrapone dos regímenes especiales del IS, el de entidades dedicadas al arrendamiento de vivienda –que encuadra como opción– y el de los incentivos fiscales para las empresas de reducida dimensión –que considera un derecho (excepto ciertos de sus beneficios, que considera optativos)–. De esta contraposición, extrae el TEAC los siguientes rasgos, que considera concurren en la libertad de amortización y que la configurarían como una opción tributaria:


	
(i)  el texto legal que la regula utiliza el término «podrá» en lugar de «deberá» o similares, siendo, por tanto, optativo para el contribuyente;

	
(ii)  esta decisión repercute en la tributación del ejercicio y en la de ejercicios siguientes;

	
(iii)  la menor tributación en el ejercicio da lugar a una diferencia tributaria temporal que se registra contablemente como una diferencia temporaria.



Por todo ello, afirma que, cuando se cierra el ejercicio, la empresa tiene que haber decidido si va a aplicar la libertad de amortización, decisión que se registra en las cuentas anuales a depositar en el Registro Mercantil, exteriorizando así su voluntad de manera clara y no susceptible de alteración posterior. Esto se justifica por razones de seguridad jurídica, vinculación a los propios actos y preservación de la confianza legítima, exigibles también a los administrados.

Más allá de otras consideraciones que pudieran hacerse, entendemos que esta última afirmación del TEAC resulta discutible, pues supondría anticipar indirectamente el plazo de que dispone el contribuyente para decidir sobre si ejercita o no la opción que, según el art. 119.3 LGT, se corresponde con el plazo reglamentario de declaración del IS.








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 20 de septiembre de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 377/2016



	Autor:
	Sergio Ramírez Soto





Resumen


La AN considera que, como defiende el TEAC, el régimen fiscal de libertad de amortización para empresas de reducida dimensión, previsto en el artículo 111 TRLIS (actualmente, en el artículo 102 LIS) tiene la consideración de opción tributaria y, por ello, debe ejercitarse o solicitarse en el plazo reglamentario de presentación de la autoliquidación del IS, sin que pueda rectificarse con posterioridad, con base en lo previsto en el artículo 119.3 de la LGT.

Principales mensajes


«Lo cierto es que en línea con la Jurisprudencia indicada por el TEAC (STS de 5.5.2014, recurso 5690/2011, 9.7.2012, recurso 1132/2010, 2.11.2012, recurso 2966/2009, 6.2.2012, recurso 1928/2008, 5.7.2011, recurso 397/2011), procede entender que nos encontramos ante una opción sólo ejercitable con la declaración, y ello por razones de seguridad jurídica, porque no es posible la rectificación de la declaración al objeto de optar por dicho régimen, pues ello afectaría a los ejercicios posteriores, obligando a la rectificación de todas ellas».

Comentario


La AN aborda en esta sentencia diversas cuestiones y, entre ellas la de si, como defiende la Administración tributaria, la aplicación, por parte de las empresas de reducida dimensión, del beneficio fiscal de la amortización acelerada a que se refiere el art. 111 TRLIS (actualmente, art. 102 LIS) debe o no considerarse una opción tributaria a efectos de lo dispuesto en el art. 119.3 LGT, cuestión que analiza escuetamente, sin aportar apenas información sobre los hechos del caso en cuyo seno surge.

Cabe recordar que el art. 119.3 LGT impide que las opciones que, según la normativa tributaria, se deban ejercitar, solicitar o renunciar con la presentación de una declaración puedan rectificarse con posterioridad a ese momento, salvo que la rectificación se presente dentro del periodo reglamentario de declaración.

Sobre tal base, concluye la AN que la aplicación de tales beneficios constituye una opción solo ejercitable con la declaración y ello por razones de seguridad jurídica, no siendo posible la rectificación de la declaración para optar por el citado régimen, puesto que ello afectaría a los ejercicios posteriores y obligaría a la rectificación de todos ellos.

La AN apoya su conclusión en la jurisprudencia del TS, alegada por el TEAC, y se remite a, entre otras, la sentencia de 5 de mayo de 2014 (Recurso Núm. 5690/2011).

Abundando en las razones de seguridad jurídica aludidas por la AN, en esta sentencia el TS afirma que «el respeto de la seguridad jurídica, la vinculación a los propios actos y la preservación de la legítima confianza no sólo son exigibles en la actuación de la Administración tributaria, también han de demandarse a los administrados». Por tanto, la decisión de la AN se entendería en el contexto de dichos principios.

La actual redacción del art. 119.3 de la LGT se mantiene en idénticos términos a la vigente en los ejercicios (2005 y 2006), a los cuales se refiere la discrepancia resuelta por la AN, por lo que cabe entender que su conclusión resulta igualmente extrapolable a aquélla.

En relación con esta misma cuestión, cabe remitirse a la resolución TEAC 14 de febrero de 2019 (Resolución Núm. 1524/2017).

1.3.  Deducibilidad de intereses de deuda para la adquisición de autocartera








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 7 de febrero de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 611/2016



	Autor:
	Ignacio Blanco Otaduy





Resumen


No deducibilidad de los intereses derivados del endeudamiento para la adquisición de autocartera. La adquisición a los socios de participaciones propias y la paralela reducción de capital son actos ajenos a toda manifestación de riqueza gravable en sede de la sociedad y, por ende, ajenos también a la actividad empresarial propiamente dicha, lo que significa que el gasto financiero debido a la entidad bancaria prestamista para financiar la operación no tiene naturaleza de deducible, conforme al artículo 14.1.e) del TRLIS.

Principales mensajes


«(…) la sociedad recurrente (…) contrajo préstamos con una entidad bancaria, cuya finalidad no era en su propio beneficio como tal entidad dotada de personalidad jurídica propia, sino en favor de los socios que la integran, en tanto con el líquido obtenido se aspiraba a la realización de un negocio jurídico –adquisición de acciones o participaciones propias para su amortización y consiguiente reducción de capital–, así como posterior compra a los socios de 2000 participaciones (…).

(…) si la operación de contracción de crédito tenía por objeto llevar a cabo esa adquisición de la propia cartera, con vistas a la reducción de capital (…), y tal operación no generaba rentas positivas o negativas –al no expresar capacidad económica de la empresa, sino afectar a sus propios fondos, como presupuesto, y no manifestación de actividad–, el mismo régimen jurídico debe seguir la naturaleza de los gastos contraídos para hacerla efectiva».

Comentario


La Sociedad había adquirido, endeudándose para ello, participaciones propias para su posterior amortización, en un contexto de separación de ciertos socios a causa de discrepancias con el resto. Según indicaba la Inspección y acoge la Sala, se pretendía aprovechar la mayor capacidad financiera de la Sociedad, que estaba fuertemente capitalizada, y, de paso, minorar su base imponible con los correspondientes intereses, teniendo en cuenta que, si la adquisición se hubiera realizado por los otros socios, además de las posibles dificultades de financiación que hubieran podido tener, en ningún caso hubieran podido deducir los referidos intereses (se entiende que por tratarse de personas físicas).

La AN niega la deducibilidad del gasto financiero por su falta de vinculación con la generación de ingresos. A este respecto, también tratado por la sentencia, se recuerda que la expectativa inicialmente generada por la Ley 43/1995, de flexibilización (respecto de la Ley 61/1978) de la exigencia de correlación del gasto con los ingresos para su deducibilidad, se encuentra actualmente superada por la jurisprudencia.

Así, la AN considera que la adquisición de autocartera y paralela reducción de capital son operaciones ajenas a la actividad empresarial propiamente dicha y resuelve que el gasto financiero derivado de la deuda incurrida no es deducible, conforme a lo establecido en el artículo 14.1.e del TRLIS. A este respecto, no considera las alegaciones de la Sociedad sobre la necesidad de la operación acometida para asegurar la supervivencia de la empresa, ante el peligro que suponían las disensiones existentes entre los socios antes de su separación.

La AN reitera así el criterio mantenido en su sentencia de 6 de marzo de 2014 (Recurso Núm. 124/2011) sobre el mismo asunto, que devino firme por sentencia de 9 de julio de 2015 (Recurso Núm. 2464/2014), al declarar el TS no haber lugar al correspondiente recurso de casación para unificación de doctrina.

Debe matizarse que se trata de un supuesto distinto al abordado por las sentencias de la AN de 16 de julio de 2018 (Recurso Núm. 430/2015) y de 26 de marzo de 2018 (Recurso Núm. 72/2016), en las que la adquisición de acciones propias situaba a la sociedad en situación de desequilibrio patrimonial, rechazándose la deducibilidad de los intereses de los pasivos financieros imputables a los fondos propios negativos.

1.4.  Deducibilidad de pérdidas por transmisión de derechos de crédito








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Castilla y León de 19 de diciembre de 2018



	Referencia:
	N.º Resolución 2322/2015



	Autor:
	Carlos Rubio Orozco





Resumen


El obligado tributario tenía reflejadas en su contabilidad unas deudas con entidades vinculadas. Cedió el crédito a un tercero por debajo de su valor nominal, reconociendo una pérdida contable que consideró como deducible a efectos del Impuesto. El TEAR, en línea con el criterio manifestado por la Oficina Gestora, niega la deducibilidad de la pérdida reconocida al entender que existe una liberalidad, dada la ausencia de acciones encaminadas al cobro del crédito previas a su transmisión.

Principales mensajes


«De haberse producido el deterioro del crédito en los años 2009 o 2010, dicho gasto no resultaría fiscalmente deducible, pues lo impide el artículo 12.2 del TRLIS dada la condición de sociedades vinculadas entre prestamista y prestatario».

«(…) la simple cesión de un derecho de crédito por un importe inferior a su valor nominal no habilita, sin más, para admitir el carácter deducible de las pérdidas por deterioro de los créditos derivadas de las posibles insolvencias de los deudores, cuando, como es el caso, no se acredita la realización por el obligado tributario de acciones encaminadas al efectivo cobro de los créditos. Esta conclusión no se ve desvirtuada por lo alegado por el interesado. En particular, no se opone a la calificación de liberalidad la transmisión onerosa del crédito, siempre que, como aquí sucede, se renuncie al cobro de parte del valor del bien o derecho transmitido».

Comentario


El contribuyente concedió en 2008 un préstamo a una entidad con la que, posteriormente, pasó a estar vinculada, al adquirir parte de su capital social. En 2011, transmitió a un tercero su derecho de crédito (y su participación en la entidad), por un valor inferior al nominal –dada la situación concursal del principal cliente de la prestataria– y registró una pérdida, que consideró deducible. A pesar de existir previamente indicios de dificultades económicas en la prestataria, el contribuyente no deterioró contablemente el crédito.

El TEAR comparte el criterio de la Inspección y rechaza la deducibilidad de la pérdida generada en la transmisión del crédito, sobre dos argumentos. Por un lado, considera que admitir la deducción en el ejercicio 2011 de un gasto contabilizado entonces, pero originado en un ejercicio anterior en el que no habría sido deducible (por la vinculación existente entre prestamista y prestataria), determinaría una evidente menor tributación prohibida por el art. 19.3 TRLIS. A este respecto, el TEAR no tiene en cuenta que, como bien señala el contribuyente, dicho deterioro, inicialmente no deducible, lo sería en el momento en que el crédito se cediese a un tercero por tal inferior valor.

Por otro lado, considera el TEAR que, en cualquier caso, la pérdida trae causa de una liberalidad, pues tal es la conclusión que puede, a su juicio, extraerse de no haber acreditado el contribuyente la realización de actuaciones tendentes al cobro del crédito, previas a su transmisión. El hecho de que ésta haya sido onerosa no se opone a tal calificación, cuando se ha renunciado al cobro de parte del valor del bien o derecho transmitido.

Sin perjuicio de todo ello, el TEAR no aprecia culpabilidad en la conducta del contribuyente.

En relación con la cuestión analizada, cabe traer a colación el criterio manifestado por el TEAC en su Resolución de 6 de noviembre de 2018 (Resolución Núm. 6419/2016), según el cual, si bien la ausencia de acciones dirigidas al cobro podría significar una renuncia de derechos y llegar a considerarse una liberalidad, esta conclusión no es automática y ha de ponderarse en función de las circunstancias concurrentes en cada caso, circunstancias que, aparentemente, no han sido consideradas por el TEAR a la hora de resolver el supuesto ahora comentado.

1.5.  Compensación de bases imponibles negativas








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 16 de enero de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 6356/2015



	Autor:
	Sergio Ramírez Soto





Resumen


Compensación de bases imponibles negativas como opción tributaria. El TEAC complementa su criterio relativo al artículo 119.3 de la LGT, señalando que lo dispuesto en dicho precepto debe entenderse e interpretarse «rebus sic stantibus», con lo que, si la situación en que se ejercitó la opción inicial cambia «a posteriori», y ese cambio tiene como causa última una improcedente actuación de la Administración, deberá aceptarse que la opción inicialmente emitida pueda mudarse con respecto, exclusivamente, a la nueva situación.

Principales mensajes


«(…) aceptando que la opción inicial podrá mudarse si la situación en que se ejercitó tal opción cambia, la solución más respetuosa con lo que dispone ese artículo 119.3 de la LGT, es considerar que la posibilidad de optar de nuevo se abre solo sobre la parte que de nueva tenga la situación inicial posterior respecto de la inicial, y que respecto de lo que ya se optó en su día en la opción inicial, esa opción queda bajo los efectos de dicho artículo 119.3 de la LGT (…); lo que supone que, más que propiamente de una muda o cambio de la opción anterior, lo que se abre es la posibilidad de optar respecto de algo –nuevo– sobre lo que antes no se había podido optar; y siempre por un cambio de la situación que –recuérdese– haya tenido como causa última una improcedente actuación de la Administración».

Comentario


El TEAC complementa el criterio contenido en su Resolución de 4 de abril de 2017 (Resolución Núm. 1510/2013), en lo relativo a la compensación de BINs que, recordemos, constituye una opción tributaria conforme al art. 119.3 de la LGT, no modificable por el contribuyente.

Así, el TEAC matiza la aplicación de dicho criterio, para el supuesto en que una entidad no hubiera compensado en su autoliquidación BIN alguna o hubiera compensado menos de las que hubiera podido y, posteriormente, el importe de las BINs de períodos anteriores susceptibles de compensación aumentase como consecuencia de la resolución de un órgano revisor económico-administrativo o contencioso anulando una actuación improcedente de la Administración.

Entiende el TEAC que, para este supuesto, deberá admitirse que, en declaración complementaria o, en su caso, en el marco de unas actuaciones de aplicación de los tributos, el contribuyente opte por sí compensar, o por compensar un importe de BINs superior al compensado inicialmente, siendo indisponibles, en todo caso, las cantidades de BINs respecto de las que sí se pronunció (optó).

Así, considera que lo dispuesto por el art. 119.3 de la LGT debe interpretarse y entenderse «rebus sic stantibus», en la medida en que el cambio en la situación en que se ejercitó inicialmente la opción traiga causa última de una improcedente actuación de la Administración (que en su día minoró BINs con una actuación posteriormente anulada), en cuyo caso el contribuyente podrá mudar su opción respecto de la nueva situación aflorada.

El TEAC se pronuncia sobre otras cuestiones conceptuales y, así, analiza el funcionamiento de una BIN modificada por la Administración cuando, más tarde, esa decisión es revisada en vía económico-administrativa o judicial; las posibilidades de optar por compensar una BIN autoliquidada que ha sido anulada o minorada por la Administración y/o un Tribunal; el nacimiento «ex novo» de BINs como fruto de una resolución administrativa o judicial, y; la finalización de la posible variabilidad de la cuantía de una BIN que ha sido impugnada.

Este criterio se reproduce por el TEAC en resoluciones de 9 de abril (Resolución Núm. 3285/2018) y de 14 de mayo de 2019 (Resolución Núm. 6054/2017), que analizan supuestos de presentación extemporánea de la autoliquidación del IS y en las que se menciona la resolución aquí analizada.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 14 de mayo de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 6054/2017



	Autor:
	Alberto Montesinos Cuadros





Resumen


El TEAC reitera su criterio sobre la compensación de BINs como opción tributaria encuadrable en el artículo 119.3 de la LGT y sobre la imposibilidad de ejercitar dicha opción una vez transcurrido el plazo reglamentario para presentar la autoliquidación, y añade que la no presentación de la autoliquidación en la que debe ejercitarse la opción de compensar las BINs en el plazo señalado para ello, equivale a optar por no realizar tal compensación.

Principales mensajes


«(…) el no presentar en plazo su autoliquidación, en cuanto a la aplicación de BINs al ejercicio, lleva a entender que difiere su compensación, pues de otra manera, no sólo habría que entender que sí van a compensarse las BINs, sino también qué importe se va a compensar, esto es, si se va agotar el importe de las BINs pendientes o no se va a agotar».

«(…) la no presentación de la declaración o autoliquidación en la que debe ejercerse la opción de compensar unas BINs en el plazo señalado para ello equivale a haber optado por no realizar tal compensación, siendo esta decisión ya inalterable al no restar plazo para la presentación de la referida declaración o autoliquidación».

«La compensación (…) debe considerarse una opción tributaria que se ejercita mediante la presentación de una declaración y, en consecuencia, que cumple todas las condiciones para que le resulte aplicable el artículo 119.3 LGT (…)».

Comentario


El contribuyente presentó autoliquidación del IS de manera extemporánea, compensando en ella BINs, posibilidad que fue rechazada por los órganos de gestión tributaria por aplicación del criterio contenido en la RTEAC de 4 de abril de 2017 (Resolución Núm. 1510/2013).

El TEAC reitera una vez más el citado criterio, recogido igualmente en su resolución de 9 de abril de 2019 (Resolución Núm. 3285/2018) y matizado en la de 16 de enero de 2019 (Resolución Núm. 6356/2015), y resuelve que la posibilidad de compensar BINs procedentes de ejercicios anteriores constituye una opción tributaria a todos los efectos, que debe ejercitarse al tiempo de presentar la autoliquidación o declaración (o su rectificación) en el plazo reglamentario.

La no presentación en el plazo señalado de la declaración o autoliquidación en la que debe ejercerse la citada opción equivale a haber optado por no realizar tal compensación, siendo esta decisión ya inalterable, al no restar plazo para ello.

El TEAC fundamenta su postura sobre los siguientes argumentos:


	
a)  De acuerdo con el art. 119.3 LGT, la modificación del ejercicio de la opción solo puede realizarse dentro del plazo reglamentario de presentación de la autoliquidación, por lo que la opción misma solo puede ejercitarse en dicho plazo;

	
b)  Permitir ejercer la opción una vez transcurrido el plazo reglamentario de presentación de la autoliquidación situaría en una posición ventajosa a quien no cumple en plazo sus obligaciones tributarias, al permitírsele ejercitar opciones de manera extemporánea, mientras que quien cumple sus obligaciones queda limitado a su ejercicio en el plazo reglamentario de presentación;

	
c)  El incumplimiento de la más básica de sus obligaciones tributarias por parte del sujeto pasivo –es decir, la no presentación de la declaración–, implica que éste no ejerció su derecho a compensar cantidad alguna dentro del periodo reglamentario, optando por su total diferimiento. Además, conviene señalar que la declaración extemporánea conlleva consecuencias gravosas para el obligado tributario, desde recargos hasta una sanción.



Fuera de dicho plazo, la opción únicamente puede ejercitarse en supuestos excepcionales que supongan que, en términos expresados en su resolución de 16 de enero de 2019 (Resolución Núm. 6356/2015), las condiciones existentes al tiempo de finalizar el plazo reglamentario de declaración cambiasen «a posteriori» como consecuencia de una actuación de la Administración.

1.6.  Operaciones a plazos o con precio aplazado








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 14 de mayo de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 2183/2016



	Autor:
	Covadonga Muñoz González





Resumen


Criterio de imputación temporal como opción tributaria. Entiende el TEAC que la aplicación del criterio de imputación temporal de la ganancia en función de los cobros es una opción tributaria a efectos de lo previsto en el artículo 119.3 de la LGT y, por tanto, el contribuyente no puede modificarla a través de una autoliquidación complementaria presentada fuera del plazo reglamentario de declaración.

Principales mensajes


«(…) nos encontramos indudablemente ante una opción, una facultad para el contribuyente que sólo puede ejercitarse cuando se declara fiscalmente dentro del periodo reglamentario de declaración por el Impuesto y ejercicio de que se trate, pues es en tal acto de conocimiento, y también de voluntad, donde se determina la base imponible.

Si es la autoliquidación el acto tributario del contribuyente en que esa base imponible se declara y cuantifica, será en tal momento donde será exigible al contribuyente que pretende acogerse al régimen opcional de imputación temporal de las ganancias patrimoniales que lo manifieste explícitamente, pues la declaración constituye un acto voluntario y libre que desencadena determinados efectos jurídicos que sólo pueden ser revocados o modificados en casos excepcionales y previstos legalmente».

Comentario


El contribuyente obtuvo en 2005 una ganancia patrimonial, que imputó en el IS de dicho ejercicio y en el del ejercicio 2006, en función de los cobros percibidos en dichos períodos y quedando, tras ello, parte de la ganancia pendiente de imputar. Posteriormente, presentó declaración complementaria del IS del ejercicio 2006, imputando la totalidad de la ganancia pendiente. Su actuación vino motivada por la derogación del régimen de sociedades patrimoniales, ya que desde 1 de enero de 2007 dejaba de tener tal condición, y tributaría por la ganancia pendiente de imputar en condiciones más onerosas.

Entiende el TEAC que, según el criterio jurisprudencial manifestado en la SAN de 3 de octubre de 2012 (Recurso Núm. 360/2011); y SSTS de 20 de abril de 2012 (Recurso Núm. 636/2008) y de 5 de julio de 2011 (Recurso Núm. 3217/2007), el contribuyente no puede modificar la opción de imputación de renta vía complementaria presentada fuera de plazo.

Manifiesta el TEAC que esta opción sólo puede ejercitarse cuando se declara dentro del periodo reglamentario de declaración del impuesto y ejercicio de que se trate. Dicha declaración es un acto de conocimiento y también de voluntad, donde se determina la base imponible; por tanto, será igualmente el momento en que será exigible al contribuyente que pretende acogerse al régimen opcional de imputación temporal de las ganancias patrimoniales que lo manifieste explícitamente, pues la declaración constituye un acto voluntario y libre que desencadena determinados efectos jurídicos que sólo pueden ser revocados o modificados en casos excepcionales y previstos legalmente.

Adicionalmente, el TEAC achaca al contribuyente la pretensión de tributar por dos regímenes de imputación temporal distintos e incompatibles, pues no imputó la totalidad de la renta al ejercicio 2005, sino solo una parte y el resto al ejercicio 2006, lo que, en cualquier caso y al margen del régimen de opciones, resultaría inaceptable.

El TEAC desestima, también, la pretendida vulneración de los principios de igualdad y seguridad jurídica, alegados por el contribuyente ante la imposibilidad de cambiar la opción tras el cambio normativo y quedar, por ello, obligado a soportar un tratamiento fiscal más oneroso. A este respecto, afirma el TEAC que no existe prohibición constitucional de retroactividad de la legislación tributaria y recuerda que el respeto a la seguridad jurídica, la vinculación a los actos propios y la preservación de la legítima confianza son igualmente exigibles a los administrados.

1.7.  Estimación indirecta








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 24 de junio de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 29/2016



	Autor:
	Aida Pérez García





Resumen


La AN confirma la procedencia de acudir al método de estimación indirecta para la valoración de las existencias, dado el cúmulo de circunstancias que obstaculizaron a la Inspección poder acudir al de estimación directa, por falta de los elementos necesarios, derivada de las diferentes anomalías identificadas. No obstante, se rechaza que la Inspección no aplicara el mismo criterio para corregir al alza las existencias iniciales correspondientes al primer ejercicio regularizado, vulnerándose el principio de regularización íntegra.

Principales mensajes


«(…) se vulnera el principio de la íntegra regularización, porque (…) sólo se han tomado los elementos que favorecían la posición de la Administración tributaria (…)».

«(…) la actuación de la Administración Tributaria no puede someter a imposición más allá de la real capacidad económica del sujeto; admitir el desequilibrio de valoración empleado en este caso, supondría "de facto" un exceso de imposición en perjuicio del obligado en 2005, contrario a este principio».

«En fin, carece de la más elemental lógica mantener la misma valoración que el obligado de las existencias iniciales y presumir que las existencias finales están infravaloradas, –por tanto acudir a su valoración al alza–, cuando el obligado empleó el mismo método valorativo en ambas existencias, por lo que si las finales estaban infravaloradas y por eso se corrigió, también lo estarían las iniciales que, por tanto, también debieron ser corregidas al alza».

Comentario


El ajuste de mayor transcendencia en la liquidación realizada por la Inspección fue el relativo a la valoración de las existencias finales del contribuyente correspondientes a los ejercicios 2005 y 2006, para la cual recurrió al método de estimación indirecta, dado el incumplimiento sustancial de las obligaciones contables en que, a su juicio, había incurrido el contribuyente.

La aplicación de dicho criterio llevó a la Inspección a concluir que las existencias finales estaban minusvaloradas, corrigiendo su valor al alza, pero sin aplicar el mismo criterio ni, por tanto, corregir al alza, el valor de las existencias iniciales correspondientes al ejercicio 2005, para las que mantuvo la valoración del contribuyente. El motivo esgrimido por la Administración para este proceder fue que el ejercicio 2004 estaba prescrito, por lo que no podría regularizar, mediante un ingreso fiscal, el gasto por consumo de existencias de dicho ejercicio.

El contribuyente se opuso a la aplicación del método de estimación indirecta y, además, al trato diferenciado dado por la Inspección a existencias iniciales y finales, posiciones que fueron desestimadas en las instancias económico-administrativas.

La AN da la razón a la Administración en cuanto a la procedencia de acudir al método de estimación indirecta en el caso de autos, dada la ausencia de actividad probatoria del contribuyente que pudiera considerarse suficiente para desvirtuar tal conclusión, ya que el contenido del documento que aportó junto con su demanda no permitía descender a los detalles relativos a las existencias que precisaba la Inspección para poder acudir al método de estimación directa.

No obstante, acoge la tesis del contribuyente en lo relativo a la vulneración del principio de íntegra regularización, al haber regularizado la Administración tributaria solo los conceptos que favorecían su posición (dado que aumentando el valor de las existencias finales se disminuía el gasto por existencias, con el consiguiente incremento de la base imponible). Y rechaza la justificación dada para ello por la Administración, sobre la prescripción de su derecho a liquidar el ejercicio 2004, porque tal circunstancia se produjo cuando se notificó la liquidación, pero no concurría cuando se inició el procedimiento de inspección, ni cuando se dictó la liquidación que lo concluyó, por lo que la Inspección tuvo ocasión de extender su actuación al ejercicio anterior.

1.8.  Imputación temporal de ingresos y gastos








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 19 de septiembre de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 631/2017



	Autor:
	Ramón Hevia Tuero





Resumen


Con arreglo al criterio general de imputación temporal establecido en el artículo 19 TRLIS, el gasto por retribuciones satisfechas a los administradores basadas en los beneficios obtenidos en el ejercicio 2008 se ha de entender devengado en el ejercicio en que surge la obligación de distribuir tales beneficios (2009). El hecho de que éstos se generen en 2008 no provoca la imputación a dicho ejercicio, ya que entonces aún se desconoce si se repartirán efectivamente y en qué cuantía.

Principales mensajes


«(…) la cuestión que analiza y que es la relevante, citando el artículo 19 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, hace referencia a la imputación de ingresos y gastos, para los que conforme al apartado 3 del referido artículo, rige como criterio general el del devengo, coincidiendo con las normas contables y en ese aspecto, la obligación de distribuir los beneficios surge en 2009, produciéndose en dicha fecha el devengo del Impuesto, dado que el asiento contable de reparto se produce en dicho ejercicio».

«(…) los beneficios corresponden a 2008, pero ello no provoca per se la imputación a dicho ejercicio, porque se desconoce en ese momento si va a haber reparto y cuantía».

«Cuando se producen esas circunstancias es cuando se produce el Acuerdo de la Junta General de Accionistas de fecha 30 de junio de 2009, momento en el que no solamente nace la obligación de pago sino su exigibilidad».

Comentario


La recurrente tenía fijada en sus estatutos sociales una retribución consistente en la participación en los beneficios sociales en la cantidad decidida anualmente por la Junta General. En 2009, la Junta General aprobó la distribución del beneficio correspondiente al ejercicio 2008, destinando, aparte de las asignaciones a reservas y dividendos, unas cantidades a la participación en beneficios del Consejo de Administración (y también de los trabajadores).

La recurrente no dedujo en su autoliquidación del IS del ejercicio 2008 estas retribuciones, si bien, posteriormente, solicitó su rectificación al citado fin, por entender que, conforme al criterio de la DGT, los gastos correspondientes a las mismas debían ser imputados en el ejercicio del que derivaron los beneficios de los que traen causa. Tal imputación había de hacerse efectiva mediante un ajuste extracontable negativo, ya que la sociedad había registrado las retribuciones contra una cuenta 129 del PGC, Cuenta de Pérdidas y Ganancias, y no en una cuenta del grupo 6 de gasto (posibilidad que consideraba admitida por el TS, en sus sentencias de 6 de mayo de 2013 y 20 de junio de 2013).

El órgano de gestión denegó la rectificación y, tanto el TEAR de Cataluña, como el TEAC desestimaron los recursos económico-administrativos interpuestos por la sociedad. Si bien la Administración tributaria no discutía la legitimidad de la retribución de los administradores (a la que parece circunscribirse el debate posteriormente elevado a la AN), consideraba producido su devengo con el acuerdo de distribución de la Junta General y no en el año en que se obtuvieron los beneficios. Adicionalmente, añadía el reproche de que no figuraban en una cuenta de gasto, sino que se habían imputado directamente en la cuenta de pérdidas y ganancias.

La AN deja de lado esta segunda cuestión, por no haber sido debatida en sede de Inspección, y se centra en determinar cuándo debe considerarse devengada la retribución de administradores. A tal respecto, concluye que, conforme a lo establecido en el art. 19 TRLIS, y siguiendo la normativa contable, el devengo se entiende producido en el ejercicio en el que se aprueban las retribuciones (2009), que es, asimismo, el momento en el que se registra contablemente el importe; y no en 2008, puesto que, en este momento, se desconoce si finalmente se producirá el correspondiente reparto, así como su cuantía.

2.  Beneficios fiscales

2.1.  Exención / Deducción para eliminar la doble imposición








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 16 de enero de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 3865/2016



	Autor:
	Mariano Pérez de Ayala Mercado





Resumen


Al aplicar la deducción por doble imposición prevista en el artículo 30.5 del TRLIS a la transmisión de las participaciones en la entidad «RZ», procedentes de la absorción de «Z» (la participada original) en régimen de neutralidad fiscal, el incremento neto de los beneficios no distribuidos de la participación transmitida debe considerar el resultado neto obtenido durante el total período tenencia, sin diferenciar qué parte de la renta se produjo antes (en «Z») y cual después (en «RZ») de la fusión.

Principales mensajes


«No estamos ante una deducción por la transmisión de las acciones de "Z", respecto a la que "RZ" se subrogue como consecuencia de la fusión, del mismo modo que no calculamos la renta que se produjo en la operación que se acogió al régimen especial, sino que el derecho a la deducción surge ahora, con motivo de la inclusión en la base imponible de X INVERSIONES, SL de la renta obtenida en la transmisión de las acciones que posee, que son ya de "RZ", renta que, del mismo modo que se calcula la producida globalmente desde la adquisición de los títulos, originalmente de "Z" y que luego se "convirtieron" en títulos de «RZ» tras la fusión, deberá ser comparada con los resultados de la participada, considerando los resultantes del saldo neto de la agregación de los anteriores a la fusión y los posteriores. Obtenemos así un importe que comparamos con la renta obtenida».

Comentario


El contribuyente aplicó la deducción por doble imposición interna prevista en el art. 30.5 TRLIS a la plusvalía generada en la venta de ciertas participaciones en «RZ». Dichas participaciones se le habían asignado como consecuencia de la absorción por «RZ» de la entidad «Z» (en la que participaba originariamente el contribuyente), en el contexto de una fusión acogida al régimen de neutralidad fiscal.

En el momento de la fusión (2005), «Z» disponía de reservas que habían estado sometidas a tributación, generadas durante el período de tenencia de la participación por el contribuyente (desde 2003). Por su parte, «RZ» obtuvo resultados positivos en 2006, que compensó con BINs de ejercicios anteriores, y resultados negativos desde 2007. Por ello, el incremento de reservas, considerando, como defendía la Inspección, el período total de tenencia, tanto en «Z», como en «RZ», resultaría negativo.

El contribuyente defendía, en síntesis, que la fusión y la transmisión posterior de las participaciones de «RZ» son operaciones independientes, cada una con su propio análisis fiscal. Así, en la fusión se puso de manifiesto una renta derivada de las acciones de «Z», que hubiera generado deducción por doble imposición, si bien quedó diferida por aplicación del régimen de neutralidad fiscal. Las acciones de «RZ» recibidas mantendrían este derecho. Por ello, a efectos de la deducción, deberían considerarse los incrementos en las reservas de «Z» imputables a «X» en el momento de la fusión, con independencia de los resultados que, posteriormente, obtuviese «RZ».

El TEAC afirma que no se está ante una deducción por la transmisión de las participaciones de «Z», sino de las de «RZ» y prosigue que, igual que ocurre con el cálculo de la renta, que es única y no diferencia la parte generada antes o después de la fusión, la base de la deducción es igualmente única y debe determinarse teniendo en cuenta los resultados netos de la participada (primero «Z» y luego «RZ») durante el periodo de permanencia de las acciones en X, incluyendo éste, por tanto, desde la adquisición de «Z» por parte del contribuyente, hasta la transmisión de las participaciones en «RZ».

El TEAC confirma el criterio de la Inspección, también mantenido por la DGT en su consulta vinculante V1447-13, de 25 de abril.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 11 de junio de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 3153/2016



	Autor:
	Beatriz Aguayo Jiménez





Resumen


Las utilidades derivadas de la condición de socio de una entidad constituyen un hecho imponible sometido a tributación, incluido en la categoría de rendimientos del capital mobiliario derivados de la participación de fondos propios de entidades y distinto de los dividendos o distribuciones de beneficios, y, por ello, no generan el derecho a la deducción para evitar la doble imposición prevista en el art. 30 TRLIS.

Principales mensajes


«(…) no resultará aplicable la deducción por doble imposición de dividendos en aquellos casos en los que lo percibido por el socio no sea calificable como "dividendo" sino como "utilidad percibida por condición de socio"».

«(…) podemos comprobar que tanto la Inspección como el TEAR de Madrid así como el propio contribuyente, coinciden en que la renta percibida corresponde, en palabras del propio interesado, a una "utilidad obtenida por la condición de socio", esto es, nos encontramos ante unos trasvases de fondos realizados al margen de las normas legales y previsiones estatutarias que no proceden de una distribución de reservas y que no son proporcionales a la participación de "X SL" en el capital de "PZ", de manera que, no siendo calificable lo percibido por el socio como de "dividendo" ni distribución de beneficios equivalente, no resultará aplicable la deducción por doble imposición (…)».

Comentario


El TEAC estima el recurso presentado por el Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria frente a la resolución del TEAR de Madrid que estimaba parcialmente las pretensiones del contribuyente.

Éste había percibido determinadas cantidades de una sociedad en la que participaba en un 23,51%, sin que mediase un acuerdo de la junta general de socios y sin que los otros socios percibiesen, por su parte, cantidad alguna. El contribuyente consideró que la percepción de dichas cantidades venía motivada por su condición de socio. Sobre esta base, las calificó como «dividendos» y, en la medida en que entendía que provenían de beneficios que habían tributado en manos de la sociedad participada, aplicó sobre ellos la deducción por doble imposición interna prevista en el art. 30 TRLIS, que la Inspección rechazó.

Para la inspección y para el TEAC, estas cantidades no son dividendos ni distribuciones de beneficios equivalentes, sino una «utilidad obtenida por la condición de socio». Cita el TEAC su resolución de 5 de noviembre de 2013 (Resolución Núm. 985/10), recordando la diferencia entre ambas figuras y que para el disfrute de tales utilidades no se exige en la normativa del Impuesto como condición previa la existencia de resultados positivos en la entidad, ni se obtienen en función de la participación del socio en el capital de la entidad, ni son acordados en Junta General de socios o accionistas.

Considera el TEAC, como la inspección, que la deducción para evitar la doble imposición a que se refiere el art. 30 TRLIS queda reservada a dividendos y participaciones en beneficios, no resultado aplicable a las utilidades obtenidas por la condición de socio. El TEAC no tiene en cuenta a este respecto las alegaciones hechas por el contribuyente sobre el sometimiento previo de las mismas a tributación en sede de la participada y se opone a la afirmación realizada por TEAR de Madrid sobre la extensión del derecho a la deducción a la participación en los beneficios, bajo cualquier fórmula.

Señala el TEAC en apoyo de sus conclusiones su resolución de 5 de noviembre de 2013 (Resolución Núm. 985/10), ya citada, así como las de 27 de enero de 2011 (Resoluciones Núm. 4681/2009 y Núm. 4598/2009), confirmadas por las SSAN de 29 de febrero de 2012 (Recurso Núm. 118/2011) y de 3 de mayo de 2012 (Recurso Núm. 121/2011).








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 8 de octubre de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 1533/2016.



	Autor:
	Juan Pedro Pizarro Ariza





Resumen


El dividendo distribuido tras una reducción de capital para compensar pérdidas se trata como una devolución indirecta de capital hasta el importe reducido, integrándose en la base imponible únicamente en lo que exceda del valor contable de la participación según prevé el art. 15.4 TRLIS. Este criterio no se aplica al socio que adquirió la participación una vez realizada la operación de saneamiento, que tendrá un ingreso por dividendo sin derecho a deducción por doble imposición ex artículo 30.4.b) TRLIS.

Principales mensajes


«(…) en los supuestos en que ha tenido lugar un saneamiento de pérdidas y luego se reparten beneficios, procede la aplicación de lo dispuesto en el artículo 15.4 TRLIS y, en consecuencia, no se integran en la base imponible los dividendos obtenidos en tanto no superen el valor contable de la participación (…)».

«Y esta interpretación (…) responde al objetivo de evitar supuestos de doble imposición en los casos en que la sociedad objeto del saneamiento (con bases negativas que compensa y que reparte los dividendos) permanece bajo la misma titularidad (…)».

«(…) en los casos en que la participación ha cambiado de propietario (…) sólo se admite la aplicación del artículo 15.4 del TRLIS en aquellos supuestos en que en el coste de la cartera del perceptor formal del dividendo se hallen incorporadas partidas que constituyen, desde el punto de vista del inversor, contrapartidas de los fondos propios de la participada (…)».

Comentario


Según afirma el TEAC, el criterio de que en los casos de distribución de dividendos previa reducción de capital para compensar pérdidas el importe del dividendo percibido (hasta el límite del importe de la previa reducción de capital) no tendrá el tratamiento fiscal de dividendo sino de devolución indirecta de capital (reducción del valor contable de la aportación hasta su anulación) no se aplica al nuevo propietario de la participación y perceptor de los dividendos en los supuestos de transmisión de dicha participación posterior a la realización de las operaciones de saneamiento por parte de los antiguos propietarios de las mismas.

Es decir, el nuevo propietario tendrá un ingreso por dividendo que no tendrá deducción ex art. 30.4.b) TRLIS, pero no podrá aplicar el criterio anterior. Para el nuevo propietario, dice el TEAC, solo se admitiría la aplicación del art. 15.4 TRLIS (reducción del valor de adquisición) en aquellos supuestos en los que en su coste de cartera estén incorporadas partidas que constituyen, desde el punto de vista del inversor, contrapartidas de los fondos propios de la entidad participada.

El TEAC ratifica su criterio ya expuesto en la RTEAC de 31 de octubre de 2014 realizando una interpretación teleológica de la norma, ya que ésta lo que pretende es evitar la doble imposición solo cuando los dividendos distribuidos han sido objeto de tributación. En el presente caso los dividendos distribuidos no han sido sometidos a tributación ya que, en los ejercicios en que fueron generados, la base imponible fue compensada con bases imponibles negativas de ejercicios anteriores, por lo que no se trata de un supuesto de doble imposición.

Este criterio ha sido confirmado en la SAN de 22 de abril de 2018 (Recurso Núm. 58/2015), sosteniendo que la normativa aplicable al caso se encuentra basada en el principio de neutralidad fiscal y, del mismo modo que se debe impedir la aparición de un exceso de carga tributaria, también se debe igualmente evitar que haya rentas no sometidas a tributación sin estar previsto en la normativa del Impuesto.








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 19 de diciembre de 2019



	Referencia:
	Asunto C-389/2018



	Autores:
	Lucía Fuente Brey / Lourdes Sánchez Martínez de Carnero





Resumen


La Directiva 90/435/CEE (Matriz-filial) se opone a que la normativa de un Estado miembro establezca que los dividendos percibidos por una sociedad matriz de su filial deban, primero, incluirse en la base imposible de la primera, antes de ser objeto, en segundo lugar, de una deducción de hasta un 95% de su importe, cuyo excedente pueda trasladarse a ejercicios siguientes sin limitación temporal, ya que la Directiva prohíbe cualquier gravamen directo a la sociedad matriz por los beneficios distribuidos por su filial.

Principales mensajes


«Habida cuenta de las consideraciones anteriores, procede responder a la cuestión prejudicial que el artículo 4, apartado 1, de la Directiva 90/435 debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa de un Estado miembro que establece que los dividendos percibidos por una sociedad matriz de su filial deben, en una primera etapa, incluirse en la base imponible de la primera, antes de ser objeto, en una segunda fase, de una deducción de hasta un 95% de su importe, cuyo excedente puede trasladarse a los ejercicios siguientes sin limitación temporal, siendo esa deducción prioritaria en relación con cualquier deducción fiscal cuyo traslado esté limitado en el tiempo».

Comentario


La Sentencia del TJUE resuelve la cuestión prejudicial planteada por un tribunal de un Estado miembro que cuestionó la compatibilidad de la normativa doméstica de dicho Estado miembro de implementación de la Directiva Matriz-filial, ya que su aplicación puede determinar una tributación para la sociedad matriz que percibe los dividendos, mayor que la que resultaría en ausencia de dichos dividendos.

Según establece el TJUE, el art. 4.1 de la Directiva Matriz-filial se opone a una normativa de un Estado miembro que establece que los dividendos percibidos por una sociedad matriz de su filial deben, en una primera etapa, incluirse en la base imponible de la primera, antes de poder ser objeto, en una segunda fase, de una deducción de hasta un 95% de su importe, cuyo excedente puede trasladarse a los ejercicios siguientes sin limitación temporal, siendo esa deducción prioritaria en relación con cualquier otra deducción fiscal cuyo traslado esté limitado en el tiempo.

El art. 4.1 de la Directiva Matriz-filial, establece que, cuando una sociedad matriz reciba, por la participación en una sociedad filial, beneficios distribuidos por motivos distintos de la liquidación de la misma, el Estado de la sociedad matriz se abstendrá de gravar dichos beneficios o bien los gravará autorizando al mismo tiempo a la sociedad matriz a deducir de la cuantía de su impuesto la fracción del impuesto relacionado con dichos beneficios y abonado por la filial y toda filial de ulterior nivel, sujeto a la condición de que, en cada nivel, las sociedades y filiales de ulterior nivel cumplan los requisitos previstos en los arts. 2 y 3 de la citada Directiva, hasta la cuantía máxima del impuesto adeudado.

De modo que, la Directiva Matriz-filial prohíbe cualquier gravamen directo a la sociedad matriz por los beneficios distribuidos por su filial tanto como situaciones en las que la sociedad matriz sufre indirectamente un gravamen de los dividendos percibidos de su filial.

Por tanto, la normativa examinada se considera contraria a la Directiva Matriz-filial, en la medida en que la percepción de dividendos puede, en algunas situaciones, provocar la pérdida de una ventaja fiscal (la aplicación de deducciones limitadas en el tiempo), lo que, a su vez, puede conllevar una tributación mayor de la sociedad matriz que si tales dividendos hubieran estado excluidos de su base impositiva.

2.2.  Deducción por reinversión








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 14 de febrero de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 4860/2016



	Autor:
	Juan Pedro Vidal López





Resumen


Siguiendo el criterio jurisprudencial del TS, si bien el requisito formal de constancia en la Memoria es un requisito esencial en el caso del diferimiento por reinversión, no lo es en el caso de deducción por reinversión, en el que la falta de constancia en la memoria resulta subsanable con ocasión de la presentación de la correspondiente declaración o de la aprobación de las cuentas anuales del referido ejercicio.

Principales mensajes


«(…) las exigencias formales en el caso de la deducción por reinversión son menos intensas que en el sistema de diferimiento, dado que ambos beneficios se articulan de forma diversa. Mientras que la mención en la Memoria y su aprobación junto con las cuentas anuales por la Junta General constituye una exigencia indeclinable para el régimen de diferimiento que, dada su naturaleza y alcance sólo puede hacerse mediante esa aprobación resultando insubsanable a posteriori, la falta de los datos relativos a la deducción en la cuota íntegra, "resulta subsanable con ocasión de la presentación de la correspondiente declaración o de la aprobación de las cuentas anuales del referido ejercicio"».

«(…) los defectos formales en sí mismo considerados no pueden traer como consecuencia la pérdida de un beneficio fiscal si, en cualquier caso, mediante subsanación o por otro expediente se comprueba la realidad a cuya acreditación se enderezan las exigencias adjetivas (…)».

Comentario


El art. 42 del TRLIS exigía como requisito formal para disfrutar de la deducción por reinversión de beneficios extraordinarios que el contribuyente hiciese constar en la memoria de sus cuentas anuales, mientras no se cumpliese el plazo de mantenimiento de la reinversión, el importe de la renta acogida a la deducción por reinversión de beneficios extraordinarios y la fecha en que se que realizase la reinversión. En la memoria del contribuyente no se hicieron constar tales menciones, lo que dio lugar a la regularización inspectora.

En relación con la citada formalidad, entiende el obligado tributario recurrente que la denegación de la aplicación del beneficio fiscal por incumplimiento de los requisitos formales no debe prosperar, en la medida que la deducción se acreditó suficientemente en la declaración del Impuesto mediante la cumplimentación del Anexo de Información Adicional de Ajustes y Deducciones del Modelo 200 (información que es coincidente con la que debe constar en la memoria de las cuentas anuales).

En este sentido, es doctrina reiterada por el TS que los defectos formales en sí mismos considerados no pueden traer como consecuencia la pérdida de un beneficio fiscal si, en cualquier caso, mediante subsanación o por otro expediente se comprueba la realidad a cuya acreditación se incardinan las exigencias adjetivas.

Entiende el TEAC que, conforme al criterio establecido por la jurisprudencia –entre otras, la STS de 10 de noviembre de 2016 (Recurso Núm. 574/2014)–, si bien el requisito formal de constancia en la memoria es un requisito esencial en el caso del diferimiento por reinversión, no lo es en el caso de deducción por reinversión, en el que la falta de constancia en la memoria resulta subsanable con ocasión de la presentación de la correspondiente declaración o de la aprobación de las cuentas anuales del referido ejercicio.

En conclusión, de acuerdo con la doctrina jurisprudencial, el TEAC determina que las exigencias formales, en orden a la mención en la memoria de las cuentas anuales, en el caso de la deducción en la cuota íntegra por reinversión son menos intensas que en el sistema de diferimiento, en la medida que ambos beneficios se articulan de forma diversa, cabiendo la subsanación de los defectos formales en el caso de la deducción.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central 10 de julio de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 2991/2016



	Autor:
	Alberto Montesinos Cuadros





Resumen


Reinversión de beneficios extraordinarios. Reitera el TEAC su criterio sobre el momento en que se entiende que los inmuebles destinados al arrendamiento han entrado en funcionamiento. Así, considera que esto ocurre cuando son efectivamente alquilados, salvo que se pruebe suficientemente la puesta en el mercado arrendaticio del inmueble en cuestión. En el caso concreto, considera el TEAC que los inmuebles habían estado en disposición de ser alquilados antes del vencimiento del plazo para reinvertir, aunque fuesen efectivamente arrendados con posterioridad.

Principales mensajes


«(…) esta sentencia (por la del TS de 3 de marzo de 2014) abre la puerta a considerar efectivo el desarrollo de la actividad económica con anterioridad a la firma de los contratos de arrendamiento, si ello queda acreditado a través de otros elementos, prueba que corresponderá aportar al obligado tributario que pretende aplicar la deducción. (…)».

«(…) no puede negarse la existencia de esos otros elementos que justificaban el efectivo ofrecimiento de los inmuebles en alquiler y la realización de actuaciones conducentes a conseguir dichos alquileres (…), aunque la firma de los contratos tuviera lugar con posterioridad a la finalización del plazo previsto para la reinversión».

«Atendiendo a las consideraciones expuestas y a los elementos de prueba aportados por la entidad obligada, entendemos que los activos en los que "X" efectuó la reinversión eran aptos a efectos de la deducción y, particularmente, que fue cumplido el requisito de entrada en funcionamiento dentro del plazo (…)».

Comentario


El contribuyente obtuvo un beneficio por la transmisión de un inmueble, realizada el 30 de marzo de 2006, que, según la posibilidad contemplada entonces en el art. 19.4 TRLIS, optó por integrar en su base imponible en función de los correspondientes cobros. Uno de dichos cobros se produjo en 2008 y el contribuyente, tras integrar la correspondiente renta, aplicó la deducción por reinversión de beneficios extraordinarios establecida en el art. 42 TRLIS, ya que había destinado el importe obtenido a la adquisición de una serie de inmuebles que le fueron entregados en julio de 2008.

La Inspección denegó la procedencia de dicha deducción, por considerar incumplido el plazo de 3 años establecido en el art. 42 TRLIS para materializar la reinversión y, en particular, porque, aunque los inmuebles le fueron entregados dentro del citado plazo, solo uno de ellos había sido arrendado con anterioridad al 30 de marzo de 2009, fecha en que aquél expiraba. A su juicio, esta circunstancia determina el incumplimiento de la exigencia prevista en el art. 42.3.a) TRLIS, introducida para los períodos iniciados a partir de 1 de enero de 2007, de entrada en funcionamiento del elemento dentro del plazo de 3 años.

El TEAR dio la razón al contribuyente, considerando innecesario que los inmuebles se encontrasen efectivamente alquilados para entender que habían entrado en funcionamiento dentro del plazo de reinversión, siendo suficiente con que estuviesen en disposición de ser alquilados, es decir, que se hubiesen ofrecido en alquiler, circunstancia que, a juicio del TEAR, había quedado demostrada.

Por su parte, el TEAC se pronuncia en la misma línea y, en este sentido, reitera su criterio sobre el momento de entrada en funcionamiento de los inmuebles destinados al arrendamiento, afirmando que tal circunstancia se produce cuando son efectivamente alquilados, salvo que el contribuyente pruebe suficientemente la puesta en el mercado arrendaticio del inmueble en cuestión. Según se recoge en su Resolución de 1 de diciembre de 2016 (Resolución Núm. 6187/2015), que cita, tal prueba ha de ir dirigida a acreditar que se han puesto los medios y realizado las gestiones posibles para poner en mercado el inmueble y que, pese a los esfuerzos probados, no se ha podido arrendar por razones ajenas a su voluntad.

2.3.  Deducción por gastos de propaganda y publicidad en acontecimientos de excepcional interés público








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 11 de marzo de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 1994/2016



	Autor:
	Juan Pedro Vidal López





Resumen


El límite de las deducciones por acontecimientos de excepcional interés público será el 90% de las donaciones efectuadas al consorcio, entidades de titularidad pública o entidades a que se refiere el artículo 2 de la Ley 49/2002, encargadas de la realización de programas y actividades relacionados con el acontecimiento a lo largo de toda la duración del programa.

Principales mensajes


«Sin embargo, lo que la contestación a la consulta de la DGT (V0106-11, de 21 de enero) matiza, exponiendo un criterio que este Tribunal Central comparte, es que la deducción a aplicar, una vez calculada la base conforme a lo expuesto, no podrá exceder del 90% de las donaciones realizadas durante toda la duración del programa, que puede llegar a ser de hasta 3 años. De hecho, de una lectura detenida de la contestación a la consulta, se infiere que la misma no es incompatible con el criterio jurisprudencial, porque la postura del centro directivo no está diciendo ni admitiendo que pueda surgir una deducción de esta naturaleza por gastos que no se han devengado en el ejercicio, ni que los gastos devengados en un ejercicio puedan formar parte de la base de la deducción de otro año distinto que es a lo que se refiere el Tribunal Supremo en sus fallos».

Comentario


El art. 27.3 de la Ley 49/2002 regula los límites aplicables a los beneficios fiscales de los programas de apoyo a acontecimientos de excepcional interés público. Si bien se indica que el importe de la deducción será del 15% de los gastos que se realicen en la propaganda y publicidad de proyección plurianual que sirvan para la promoción del acontecimiento, se establece un límite conforme el importe de la deducción no podrá exceder del 90% de las donaciones efectuadas al Consorcio.

En relación con el citado límite, entiende el obligado tributario recurrente, a la luz de la consulta V0106-11 emitida por la DGT, que el mismo viene referido a la totalidad de las donaciones realizadas al Consorcio a lo largo de todos los años en que se ha colaborado con éste. Por su parte, la Administración defiende que únicamente pueden tomarse como base de la deducción los gastos de publicidad y propaganda, de carácter plurianual, devengados en el periodo impositivo, y como límite el 90% de las cantidades donadas en ese mismo ejercicio.

El TEAC acoge la posición del contribuyente y lo dispuesto en la consulta V0106-11, y resuelve que el límite de las deducciones por acontecimientos de excepcional interés público se corresponde con el 90% de las donaciones efectuadas al Consorcio, entidades de titularidad pública o entidades a que se refiere el art. 2 de la Ley 49/2002, encargadas de la realización de programas y actividades relacionadas con el acontecimiento a lo largo de toda la duración del programa.

Si bien el TS se ha pronunciado sobre el beneficio fiscal del art. 27.3 en sentencias de 4 de enero de 2012 (Recurso Núm. 4022/2010) y de 7 de noviembre de 2012 (Recurso Núm. 6765/2010), que sentarían un criterio contrario al fijado por la consulta V0106-11, el TEAC considera que dichas resoluciones del TS no resultan aplicables en la medida que se refieren a cómo determinar los gastos de propaganda y publicidad que pueden formar parte de la base de la deducción en el ejercicio, y no a cómo calcular el límite máximo de la deducción a aplicar en un ejercicio.

2.4.  Provisión de insolvencias








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de las Islas Baleares de 30 de mayo de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 362/2017



	Autor:
	Juan Pedro Vidal López





Resumen


No se admite la deducibilidad de la provisión dotada por el contribuyente respecto de facturas cuyo vencimiento se produjo con una antigüedad superior a seis meses, dada su inactividad ante el impago que, unida a su política de ofrecer regalos de importe relevante a los clientes, permite dar por válida la presunción formulada por la Administración tributaria conforme a la cual interesaba más al obligado tributario mejorar o intensificar sus relaciones con las empresas deudoras, que pretender el cobro de tales facturas.

Principales mensajes


«No se trata de que se exija a la parte para obtener la deducibilidad que necesariamente haya reclamado esas facturas: Pero ocurre que ese silencio y aceptación del impago es un elemento de presunción que juega en contra de la recurrente, porque no es razonable ni lógico pensar que quien tiene relaciones comerciales habituales con empresas en términos de perfecta y absoluta normalidad, siendo esas empresas claramente solventes, no reclame por ningún medio (…) unido a la acreditada solvencia de esos deudores y a la demostración de una gestión de política comercial de relaciones públicas desarrollada por la actora que favorece a clientes con importantes regalos, permite inferir que a la recurrente le interesaba más mejorar o intensificar sus relaciones con aquellas empresas que nunca se interrumpieron, que pretender el cobro de tales facturas, aceptando al fin esos impagos, de forma que esa aceptación se traduce y constituye un acto de liberalidad (…)».

Comentario


El contribuyente había dotado una provisión por insolvencias respecto de créditos ostentados frente a determinados clientes terceros. Dichos créditos derivaban de facturas emitidas por la prestación de servicios y, a pesar de la solvencia de los deudores, el contribuyente no les había reclamado, ni judicial ni extrajudicialmente, su pago y seguía manteniendo con ellos la relación comercial.

La Inspección rechazó la deducibilidad de la provisión, a pesar de estar debidamente contabilizada y de haber transcurrido el período de seis meses establecido en el art. 12.2 del TRLIS, apreciando la concurrencia de infracción tributaria, aspectos ambos que viene a confirmar el TSJ.

Para la Sala, el hecho de mantener relaciones comerciales con las empresas deudoras por un volumen de facturación importante en varios ejercicios fiscales, unido al hecho de haber quedado demostrado que el obligado tributario tiene una política comercial de relaciones públicas que favorece con regalos importantes a clientes (ya que el contribuyente había admitido, en el curso de la inspección, la no deducibilidad del gasto derivado de la compra de dos relojes «Rolex» para regalar a un potencial cliente), le permite inferir que se da el supuesto de liberalidad que excluye la posibilidad de deducción por pérdidas.

La Sala considera que no es razonable ni lógico pensar que quien tiene relaciones comerciales habituales con empresas con absoluta normalidad, siendo esas empresas claramente solventes, no reclame por ningún medio –bien amistoso o bien judicial– el cobro de los servicios prestados que esa empresa le ha dejado de abonar. De esta manera, la inactividad del obligado tributario ante el impago, unido a la política de ofrecer regalos de importe relevante a los clientes, permite dar por válida la presunción formulada por la Administración tributaria conforme a la cual interesaba más al obligado tributario mejorar o intensificar sus relaciones con las empresas deudoras, que pretender el cobro de tales facturas.

Esta sentencia del TSJ va en la línea del criterio manifestado por el TEAC en su resolución de 6 de noviembre de 2018 (Resolución Núm. 6419/2016), según el cual, si bien la ausencia de acciones dirigidas al cobro podría significar una renuncia de derechos y llegar a considerarse una liberalidad, esta conclusión no es automática y ha de ponderarse en función de las circunstancias concurrentes en cada caso.

3.  Régimen especial de las fusiones, escisiones, aportaciones de activos, canje de valores y cambio de domicilio social de una sociedad europea o una sociedad cooperativa europea de un Estado miembro a otro de la Unión Europea








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 10 de junio de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 16/2016



	Autor:
	Covadonga Muñoz González





Resumen


Conforme a las Directivas comunitarias, no se puede rechazar la aplicación del régimen de neutralidad fiscal solo por el incumplimiento de requisitos formales que, en su caso, podrán ser constitutivas de infracción tributaria de acuerdo con lo previsto en la LGT.

Principales mensajes


«Y en efecto, hemos de considerar que, por aplicación de los principios de efecto directo de las Directivas, las condiciones formales comprendidas en la norma aplicable, son contrarias a las Directivas, si condicionan la aplicabilidad del régimen a su cumplimiento, habida cuenta que la finalidad de las mismas es que las fusiones...etc no se vean obstaculizadas por restricciones, desventajas o distorsiones particulares derivadas de las disposiciones fiscales de los Estados miembros, y, por tanto, han de establecer unas normas fiscales neutras».

Comentario


La Sentencia en cuestión dirime un caso en el que, tras una fusión acogida al régimen de neutralidad fiscal, se comprobó el incumplimiento de los requisitos formales para aplicar el régimen especial de fusiones (en este caso, no constar la opción en el proyecto de fusión, ni en los acuerdos sociales ni en la escritura, ni comunicar la opción a Hacienda en los plazos fijados).

La Inspección entendió que como consecuencia de este incumplimiento no procedía la aplicación del régimen sobre la fusión enjuiciada (rechazando, por tanto, la transmisión de los créditos fiscales de la absorbida).

Por el contrario, la AN considera que las condiciones formales exigidas en el TRLIS no tienen efectos constitutivos al ser contrarias a la Directiva, habida cuenta que la finalidad de la Directiva es que las fusiones no se vean obstaculizadas por restricciones, desventajas o distorsiones particulares derivadas de las disposiciones fiscales de los Estados miembros, y, por tanto, han de establecer unas normas fiscales neutras. Todo ello sin perjuicio de que el mero incumplimiento de la obligación formal, que no impide la aplicación del régimen especial, pueda ser constitutivo de infracción tributaria de acuerdo con lo previsto en la LGT.

En el mismo sentido se vuelve a pronunciar la Audiencia Nacional en la SAN de 24 de junio de 2019 (Recurso Núm. 2645/2019).








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 18 de septiembre de 2019



	Referencia:
	Asuntos C-662/2018 y C-672/2018



	Autor:
	María Lorenzo Calvo





Resumen


El TJUE entiende que las plusvalías resultantes del canje de valores sujetas a tributación diferida y las resultantes de la cesión de los títulos recibidos en el canje deben disfrutar del mismo régimen de reducciones aplicable a la plusvalía que se habría realizado con ocasión de la cesión de los títulos existentes antes de la operación de canje si esta operación no hubiera tenido lugar.

Principales mensajes


«Pues bien, el diferimiento del hecho imponible de la plusvalía correspondiente a los títulos canjeados implica necesariamente que la tributación de la misma siga las normas fiscales y el tipo vigentes en la fecha en que se produce ese hecho imponible, en el presente caso en la fecha de la ulterior cesión de los títulos recibidos en el canje. De ello se deduce que, si, en tal fecha, la legislación fiscal en cuestión prevé un régimen de reducción vinculada a la duración de la posesión de los títulos, la plusvalía sujeta a tributación diferida debe disfrutar asimismo de dicho régimen de reducción, en las mismas condiciones que las que se aplicaría a la plusvalía que se habría realizado con ocasión de la cesión de los títulos existentes antes de la operación de canje si esta operación no hubiera tenido lugar».

Comentario


EL TJUE resuelve la cuestión prejudicial planteada por el Estado francés, en relación con la denegación por parte de la Administración francesa de la aplicación sobre una plusvalía sujeta a tributación diferida y sobre la plusvalía realizada con ocasión de la cesión de títulos recibidos en una operación de canje de títulos, una reducción global calculada desde la fecha de adquisición de los títulos canjeados.

En los asuntos C-662/2018, sobre una operación de canje de valores entre dos entidades francesas en 2012, y C-672/2018, sobre el canje de acciones realizado con ocasión de la fusión entre dos sociedades francesas en 1998, la Administración sujetó a tributación la plusvalía resultante, difiriendo la liquidación hasta el momento en el que las acciones fueran transmitidas de nuevo.

Con motivo del diferimiento, la plusvalía se gravó al tipo impositivo aplicable en el año de la cesión de los títulos recibidos en el canje, sin que pudiera aplicarse la reducción vinculada a la duración de la titularidad prevista por la normativa francesa para las plusvalías realizadas a partir de 1 de enero de 2013.

El diferimiento del hecho imponible de la plusvalía correspondiente a los títulos canjeados implica necesariamente que su tributación siga las normas fiscales y el tipo vigente al producirse el hecho imponible, es decir, en este caso, en la fecha de la posterior cesión de los títulos recibidos en el canje.

Por ello, el TJUE entiende que, si se prevé un régimen de reducción vinculada a la duración de la posesión de los títulos, la plusvalía sujeta a tributación diferida debe disfrutar de dicho régimen de reducción, en las mismas condiciones que se aplicarían a la plusvalía que se habría realizado con ocasión de la cesión de los títulos existentes antes de la operación de canje si esta operación no hubiera tenido lugar.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 8 de octubre de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 1397/2016



	Autor:
	Covadonga Muñoz González





Resumen


Haber aceptado la existencia de motivo económico válido para varias operaciones de reestructuración sucesivas y relacionadas entre sí no impide apreciar que falta ese motivo económico válido en alguna de ellas individualmente considerada

Principales mensajes


«Claro está que la determinación de la existencia de un motivo económico válido en operaciones mercantiles de reestructuración empresarial acogidas a aquel régimen fiscal especial ha de evaluarse atendiendo al conjunto de circunstancias que envuelven la concreta operación mercantil examinada, esto es, atendiendo a los antecedentes previos y a las circunstancias posteriores. Ahora bien, la coincidencia en el tiempo de varias operaciones mercantiles (bajo la invocación de que engloban una única operación mayor), no puede erigirse en un obstáculo, impedimento o limitación para poder analizarlas todas ellas y, en su caso, concluir la ausencia de motivo económico válido en alguna o algunas de ellas. Lo contrario sería una clara invitación para hacer coincidir en el tiempo distintas operaciones mercantiles, aun siendo inconexas, invocándose para todas ellas la aplicación de aquel régimen fiscal especial bajo el argumento de que forman parte de una operación unitaria mayor (…)».

Comentario


En el marco de una reorganización se realizaron varias operaciones (fusiones, escisiones, aportaciones y canjes de valores) cuyo objetivo común era simplificar una futura transmisión «mortis causa» de la empresa familiar, mejorando su organización y gestión. Ante este supuesto, la Inspección aceptó que estos motivos eran válidos, aceptando así la aplicación del régimen de neutralidad de forma general.

Sin embargo, la Inspección cuestionó la aplicación del régimen de neutralidad a unas ampliaciones de capital realizadas mediante aportaciones no dinerarias de participaciones, en la medida en que entendió que esas operaciones podían no tener como fundamento la simplificación anteriormente descrita, sino el reparto del patrimonio común con un coste fiscal nulo.

El TEAC concluye que la necesaria valoración de cada reorganización atendiendo al conjunto de circunstancias que la rodean, es decir, dentro de su contexto (regla general de valoración de todo elemento de hecho), no impide que cada una de las operaciones, individualmente consideradas, presente perfiles y finalidades propios. En el caso concreto, de acuerdo con el TEAC, se utilizó una serie de operaciones de reestructuraciones para repartir patrimonio a favor de los socios. De esta forma, aunque alguna de estas operaciones haya sido realizada con ocasión de una reestructuración más amplia con un motivo económico válido global y, por tanto, sea una pieza más de la reestructuración global y participe de su motivo económico válido, el contribuyente tiene que ser capaz de demostrar que cada una de las operaciones de dicha reorganización global, individualmente considerada, tiene un motivo económico válido por sí misma.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 8 de octubre de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 4869/2016



	Autor:
	Covadonga Muñoz González





Resumen


El TEAC considera motivo económico válido concentrar los activos financieros en una única entidad que no tenga riesgos financieros, al objeto de que pueda ser utilizada como vehículo para inversiones futuras, pues solo se puede rechazar la aplicación del régimen de neutralidad fiscal cuando la operación tenga como objetivo principal el fraude o la evasión fiscal.

Principales mensajes


«Es muy ilustrativa en este sentido la Sentencia del Tribunal Supremo (…) 23/11/2016, en la que se insiste en que la pérdida del régimen especial de diferimiento sólo tendrá lugar cuando las operaciones realizadas tengan como principal objetivo el fraude o evasión fiscal:

(…) pueden existir otros motivos económicos válidos, que no sean la reestructuración o racionalización de las actividades de las sociedades, pues como en otras ocasiones ha dicho este Tribunal Supremo, "Con tal que el negocio aspire, razonablemente, a la consecución de un objetivo empresarial, de la índole que fuere, debe decaer la idea de que, en los términos legales, la operación realizada tenga como principal objetivo el fraude o la evasión fiscal...", pues en nuestro Derecho patrio, además, los motivos e intenciones de los contratantes no tienen la importancia que, como concepto, debe atribuirse a la noción más importante y superior, desde el punto de vista jurídico, de causa (…)».

Comentario


La cuestión que se plantea ante el TEAC se centra en determinar si, a efectos de aplicar el régimen de neutralidad fiscal, constituye un motivo económico válido la concentración de activos financieros en una única entidad que no tenga riesgos financieros, para que pueda ser vehículo para inversiones futuras, o si, por el contrario, se debe rechazar su aplicación por poner en riesgo la solvencia de la entidad aportante de los activos en perjuicio de terceros.

En la primera instancia, el TEAR de Madrid, como hiciere la Inspección, rechazó la aplicación del régimen especial de neutralidad fiscal, por entender que la operación se hizo con una finalidad fiscal por cuanto se produce una despatrimonialización de naturaleza extrafiscal que pretendía preservar el patrimonio distribuido como dividendo de la posible responsabilidad que tenía la sociedad aportada como avalista. Entiende el TEAR que lo anterior no se puede considerar como un «motivo económico válido».

Sin embargo, el TEAC concluye, citando la STS de 23 de noviembre de 2016 (Recurso Núm. 742/2015), según la cual «lo prohibido, lo que impide la aplicación del régimen especial de diferimiento no es más que se persiga como objetivo principal el fraude o la evasión fiscal, nada más», que solo se puede rechazar la aplicación del régimen de neutralidad fiscal cuando la operación tenga como objetivo principal el fraude o la evasión fiscal. Es decir, cualquier otro motivo económico (como es, en el caso concreto planteado, la salvaguarda del patrimonio de posibles riesgos empresariales), se debe entender incluido dentro del concepto jurídico indeterminado de «motivo económico válido» al que alude la LIS.

Así pues, el TEAC se acoge a esta interpretación del TS en virtud de la cual los motivos económicos válidos deben interpretarse en un sentido negativo. Esto es, parafraseando al TS, si no se persigue como objetivo principal el fraude o la evasión fiscal existen motivos económicos válidos a efectos del artículo 96 TRLIS (actual art. 89 LIS).








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 3 de diciembre de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 3828/2018



	Autor:
	Covadonga Muñoz González





Resumen


La comunicación de acogimiento al Régimen Fiscal Especial tiene carácter sustancial para su aplicabilidad en el caso en que tanto la sociedad transmitente de los títulos como la adquirente sean no residentes en España, ya que en dicho caso coinciden el momento del ejercicio de la opción y su comunicación a través del correspondiente Modelo de declaración de IRPF e IS.

Principales mensajes


«Así, en cuanto a la alegación referida a que la falta de comunicación de que la opción a la AEAT por parte del socio deba considerarse a estos efectos un mero formalismo que no impediría el disfrute de este régimen especial siempre y cuando la operación de canje cumpliese los requisitos materiales para ello, este TEAC procede a remitirse a la respuesta dada por el TEAR en el Fundamento de Derecho Cuarto de la resolución recurrida, donde se realiza un estudio detallado de esta cuestión. Poniéndose de relieve por el TEAR que, como es criterio asentado por este TEAC (…) en casos como el que nos ocupa, en el que tanto la sociedad transmitente de los títulos como la adquirente no son residentes en España, la comunicación por el socio a la Administración tributaria tiene un carácter sustancial y la omisión de esta comunicación, en los términos previstos por el artículo 43 del RIS, bastaría por sí sola para impedir la aplicación de este régimen fiscal especial».

Comentario


En el caso de la presente resolución, el TEAC resuelve un recurso en alzada frente a la resolución del TEAR sobre la indebida aplicación del régimen especial de neutralidad fiscal previsto en el capítulo VIII del Título VII del TRLIS, por la aportación no dineraria realizada por el obligado tributario residente en España a una sociedad no residente, de participaciones de otra sociedad, también residente en Francia a cambio de recibir participaciones de la primera.

La regla general es que la comunicación de la opción de acogimiento al Régimen Fiscal Especial a la Administración tributaria es una mera obligación formal cuya omisión o retraso no impide la aplicación del mismo. Así se ha pronunciado en varias ocasiones la Audiencia Nacional (SAN de 10 de junio de 2019, Recurso Núm.16/2016).

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, en que tanto la sociedad transmitente de los títulos como la adquirente son no residentes en España, dicha comunicación sí es esencial ya que el art. 43 del Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, establecía que el ejercicio de la opción se efectuará por el socio residente afectado cuando así lo consigne en la casilla correspondiente del Modelo de declaración del IRPF o del IS.

Así, en este caso, coincide el momento de ejercicio de la opción con el acto de comunicación –se ejerce la opción cuando se presenta el Modelo de declaración marcando la casilla correspondiente–, por lo que la comunicación tiene, en este caso concreto, un carácter sustancial y su omisión impide la aplicación del Régimen Fiscal Especial.

4.  Régimen especial de consolidación








	Descripción:
	Sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 19 de junio de 2019



	Referencia:
	Asuntos C-607/2017 y C-608/2017



	Autor:
	Pablo Rodulfo Puy





Resumen


En dichas sentencias el Tribunal analiza la posibilidad de que una sociedad matriz pueda beneficiarse de las bases imponibles negativas o pérdidas de una sociedad filial residente en otro estado miembro, en base al apartado 55 de la sentencia de 13 de diciembre de 2005 (Asunto C-446/2003). Entiende el Tribunal que, para poder disponer de dichas pérdidas, es necesario que las mismas tengan carácter definitivo, no siendo determinante para ello que el Estado miembro de la filial no permita transferir pérdidas en el año de la liquidación o de fusión, a menos que a la matriz le resulte imposible materializar dichas pérdidas, por ejemplo, transfiriéndolas a un tercero.

Principales mensajes


«La circunstancia de que el Estado miembro de la filial no permita transferir pérdidas de una sociedad a otro sujeto pasivo en caso de fusión, mientras que el Estado miembro de la sociedad matriz autoriza tal transferencia en caso de fusión entre sociedades residentes, no es determinante, a menos que la sociedad matriz demuestre que le es imposible materializar el valor de dichas pérdidas, en particular mediante una cesión, de modo que un tercero pueda computarlas fiscalmente en ejercicios futuros».

«Por consiguiente, en una situación como las planteadas (…), si ésta no demuestra que la posibilidad mencionada en el apartado anterior está excluida, el mero hecho de que la legislación del Estado de residencia de la filial no permita la transferencia de pérdidas el año de la liquidación no es motivo suficiente, per se, para considerar definitivas las pérdidas de la filial o de la filial de ulterior nivel».

«Las restricciones, sean cuales fueren, a la transferencia de pérdidas derivadas de la legislación del Estado de residencia de la filial no son determinantes mientras la sociedad matriz no demuestre la imposibilidad de que un tercero compute las pérdidas, en particular tras una cesión por un precio que incluya el valor fiscal de éstas».

Comentario


En estas sentencias el TJUE define el concepto de pérdidas definitivas de la filial no residente a efectos de su posible deducción en sede de la matriz conforme a lo dispuesto en la sentencia «Mark & Spencer», en el sentido del apartado 55 de la sentencia de 13 de diciembre de 2005 (Asunto C-446/2003) (en adelante, «sentencia Mark & Spencer»).

Las sentencias objeto de este análisis se remiten a la sentencia Mark & Spencer, sentencia donde el TJUE señalaba que existía una restricción a la libertad de establecimiento en la medida en que se limitara el derecho de una sociedad a deducir las pérdidas de una filial extranjera, siempre y cuando se permitiese la deducción de las pérdidas de una filial residente. El TJUE señalaba además que resultaba desproporcionado que el Estado de residencia de la sociedad matriz excluyera la posibilidad de que ésta compute las pérdidas de una filial no residente, siempre y cuando dichas pérdidas fueran definitivas.

El Tribunal, en la línea de lo dispuesto en la sentencia Mark & Spencer, señala que, para apreciar el carácter definitivo de las pérdidas de una filial no residente, la circunstancia de que el Estado miembro de la filial no permita transferir pérdidas de una sociedad a otro sujeto pasivo el año de liquidación no es determinante, a menos que la sociedad matriz demuestre que le es imposible materializar el valor de dichas pérdidas, en particular mediante una venta, de modo que un tercero pueda computarlas fiscalmente en ejercicios futuros.

En el supuesto de que resulte pertinente la circunstancia mencionada en el párrafo anterior, es irrelevante en qué medida la legislación del Estado de la filial que genera dichas pérdidas no permita que una parte de las mismas no haya podido imputarse a los beneficios corrientes de la filial deficitaria o a los de otra entidad del mismo grupo.

Además, en la sentencia de 19 de junio de 2019 (Asunto C-607/2017), el Tribunal considera que la circunstancia de que el Estado miembro de la filial no permita transferir pérdidas de una sociedad a otro sujeto pasivo en caso de fusión, mientras que el Estado miembro de la sociedad matriz autoriza tal transferencia en caso de fusión entre sociedades residentes, no es determinante, a menos que la sociedad matriz demuestre que le es imposible materializar el valor de dichas pérdidas.

En definitiva, en aquellos casos en los que se pueda acreditar que la sociedad matriz puede materializar dichas pérdidas mediante una venta a un tercero que incluya el valor fiscal de éstas, dichas pérdidas no tendrán carácter de definitivo y, por tanto, no podrán ser deducidas por la sociedad matriz.

Por el contrario, si la sociedad matriz acredita que no le es posible materializar el valor de las pérdidas –ni siquiera mediante una venta a un tercero por un precio que incluya el valor fiscal de éstas–, las pérdidas tendrán carácter definitivo y, en caso de acreditar igualmente que se cumplen el resto de requisitos contenidos en el apartado 55 de la sentencia Mark & Spencer, las autoridades fiscales estarían obligadas a considerar las pérdidas como deducibles, siendo desproporcionado no permitir a la sociedad matriz computar dichas pérdidas.

5.  Otras cuestiones

5.1.  Sociedades patrimoniales








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de junio de 2019



	Referencia:
	N.º Recurso 2084/2017



	Autor:
	Juan Pedro Pizarro Ariza





Resumen


El artículo 61.2 del TRLIS (suprimido desde 1 de enero de 2007), al regular los supuestos de exclusión de la aplicación del régimen especial de sociedades patrimoniales –y, entre ellos, el consistente en que la totalidad de los socios sean personas jurídicas que, a su vez, no sean sociedades patrimoniales– no establece cuándo debe concurrir tal circunstancia. A este respecto, el TS considera suficiente que tal circunstancia se produjese en parte del ejercicio y, al menos, el 31 de diciembre, para excluir el régimen.

Principales mensajes


«(…) la cuestión con interés casacional objetivo debe responderse a la luz del art. 61.1 y 2 del Real Decreto 4/2004, que el requisito temporal, durante más de 90 días del ejercicio fiscal, es un requisito material que debe concurrir para considerar que estamos ante una sociedad patrimonial, debiendo excluirse del régimen especial, conforme al art. 61.2, a aquellas sociedades patrimoniales en las que no compusiese su accionariado ninguna persona física o, en los términos del propio artículo, cuando la totalidad de los socios sean personas jurídicas que, a su vez, no sean sociedades patrimoniales. Aplicando esta interpretación al caso que nos ocupa, visto (…) que, en parte del ejercicio de 2004, al menos el 31 de diciembre de 2004, el capital social perteneció exclusivamente a las personas jurídicas no patrimoniales (…), S.L y (…) S.A., no le era de aplicación a la recurrente el régimen especial de sociedades patrimoniales».

Comentario


La cuestión de interés casacional sometida al juicio del TS fue la de determinar si, para que operase la exclusión del régimen especial de sociedades patrimoniales del IS, vigente hasta 31 de diciembre de 2006, consistente en que entre el accionariado de la compañía no hubiese ninguna persona física (o sociedad patrimonial), bastaba con que tal circunstancia concurriese el día del cierre del ejercicio o si, por el contrario, no cabía la exclusión si una persona física había sido socio de la sociedad durante más de 90 días del ejercicio fiscal.

La AN había concluido que el momento relevante a tener en cuenta a dichos efectos era la fecha de cierre del ejercicio social, por aplicación de lo dispuesto en el art. 21 LGT y por paralelismo con el régimen de transparencia fiscal. El contribuyente alegaba incorrecta interpretación e integración normativas, que llevaría a crear una figura híbrida entre el régimen de transparencia fiscal y el de sociedades patrimoniales y defendía que la causa de exclusión del régimen fiscal de sociedades patrimoniales no operaría si, durante más de 90 días, más del 50% de las participaciones han sido propiedad de una persona física.

La Sala, tras señalar las diferencias entre el régimen de transparencia fiscal y el régimen de sociedades patrimoniales establece, respecto de este último, que el requisito temporal a que se refiere el art. 61.1. TRLIS («durante más de 90 días del ejercicio fiscal»), es un requisito temporal constitutivo, que debe concurrir para poder considerar que se está ante una sociedad patrimonial. El art. 61.2 TRLIS vendría a establecer, por su parte, tres supuestos de exclusión del régimen especial de sociedades patrimoniales y, entre ellos, que el accionariado de la sociedad patrimonial no estuviese compuesto por ninguna persona física o, en los términos del propio precepto, que la totalidad de los socios sean personas jurídicas que, a su vez, no sean sociedades patrimoniales, sin fijar el momento en que haya de concurrir dicha circunstancia.

En el caso enjuiciado, quedó acreditado que, en parte del ejercicio de 2004 –al menos el 31 de diciembre de 2004– el capital social perteneció exclusivamente a personas jurídicas no patrimoniales, por lo que, a juicio del TS, no le era de aplicación a la recurrente el régimen especial de sociedades patrimoniales.








	Descripción:
	Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 10 de septiembre de 2019



	Referencia:
	N.º Resolución 4603/2016



	Autor:
	Aida Pérez García





Resumen


Para los contribuyentes que determinen su renta de acuerdo con las normas del IRPF (en el caso analizado, sociedad patrimonial), el período de generación de la ganancia patrimonial derivada de la venta de unas fincas, adquiridas mediante contrato de «leasing» y no afectas a actividad económica alguna, se computará desde la fecha en que se ejercita la opción de compra y hasta la transmisión de las fincas, y no desde la fecha en que se suscribió el contrato de «leasing».

Principales mensajes


«Y sobre esta cuestión ya se ha pronunciado este Tribunal Central en su resolución de fecha 26/10/2010 (RG 2344/09), en la que se señala lo siguiente:

A nuestro juicio el período de generación de la ganancia/pérdida patrimonial deberá comprender el tiempo transcurrido entre la fecha de ejercicio de la opción de compra y la fecha de venta de los elementos patrimoniales adquiridos como consecuencia de su ejercicio, ya que es el día 6 de abril de 2004, fecha en la que el usuario ejercita de manera anticipada la opción de compra prevista en el contrato, cuando pasa a adquirir la "propiedad"».

«(…) es la normativa reguladora del Impuesto sobre Sociedades la que da un tratamiento favorable a los contratos de leasing (…) el usuario del contrato se configura "fiscalmente" como propietario (…) desde la fecha en la que tiene lugar su puesta a disposición a condición de que éste ejercite la opción de compra (…)».

Comentario


El contribuyente era una sociedad patrimonial que, en el ejercicio 2005, había ejercitado la opción de compra sobre unas fincas que mantenía en «leasing» desde 1997. En 2006 transmitió las fincas y consideró que, a efectos del IS, la ganancia obtenida se había generado desde la suscripción del contrato de «leasing». La Inspección consideraba, sin embargo, que las fincas se adquirieron con el ejercicio de la opción de compra y que, por tanto, la ganancia se había empezado a generar entonces, resultando un período inferior a un año hasta su posterior transmisión.

Lo anterior era relevante porque el régimen especial de sociedades patrimoniales del IS (derogado desde 1 de enero de 2007) dividía la base imponible en dos partes, general y especial, a cuantificar según lo dispuesto en la Ley de IRPF (con ciertas especialidades) y ésta, a su vez, diferenciaba entre ganancias patrimoniales con periodo de generación inferior a un año (que tributaban al 40% en la base general) y aquellas generadas en más de un año (que tributaban al 15% en la parte especial).

El TEAC admite que la normativa del IS configura al usuario del contrato de «leasing» como propietario del bien desde la fecha en la que tiene lugar la puesta a disposición, a condición de que éste ejercite la opción de compra. Sin embargo, afirma que no resulta de aplicación la normativa del IS a las sociedades patrimoniales, en la medida en que la normativa reguladora del IRPF no establece especialidad alguna en este ámbito. Por ello, aplicando la jurisprudencia civil del TS, la propiedad solo se adquiriría con el ejercicio de la opción de compra.

Se reitera el criterio de la RTEAC, 26 de octubre de 2010 (Resolución Núm. 2344/09), confirmado por la SAN, 24 de octubre de 2013 (Recurso Núm. 444/2010), si bien, en ésta, la AN no se pronuncia sobre las diferencias en el IS y en el IRPF, sino que se refiere a la jurisprudencia del TS relativa al ámbito civil. Sí se pronuncia a este respecto la SAN 19 de marzo de 2017 (Recurso Núm. 151/2017), en el mismo sentido que el defendido por el TEAC, al considerar que, en aplicación de la normativa del IRPF y en contraposición a la del IS, el periodo de generación se computa desde el ejercicio de la opción de compra y no desde la suscripción del contrato de «leasing».

5.2.  Empresas de reducida dimensión








	Descripción:
	Sentencia de la Audiencia Nacional de 12 de noviembre de 2018



	Referencia:
	N.º Recurso 521/2016



	Autores:
	Carolina Cartelle Toimil / Carlos de Toca Coleman





Resumen


La aplicación en el IS de 2007 del tipo de gravamen establecido en la normativa del IS para empresas de reducida dimensión requiere el desarrollo de una actividad económica en el ejercicio inmediato anterior. Los actos preparatorios de la actividad (cinegética, en este caso) no sirven para entender cumplido este requisito.

Principales mensajes


«No podemos aceptar la tesis actora de la existencia de actos preparatorios del ejercicio de la actividad cinegética, pues, en 2006 no existía acto preparatorio alguno (solo una factura ajena a la actividad cinegética). En 2007 se adquieren las fincas al final de ese año y en el ejercicio 2008 se realiza una sola montería, sin que conste existencia de monterías en los años 2009 y 2010».

«Esta falta de actividad no puede justificarse (…) porque lo que resulta de los hechos antes expuestos, es que no ha existido el ejercicio de una actividad cinegética por parte de la recurrente, tan solo una montería aislada».

«No podemos apreciar, por ello, la existencia de actos preparatorios de una actividad empresarial (que por otra parte no son considerados por el Tribunal Supremo a la hora de entender que existe actividad económica a efectos de la aplicación del incentivo que nos ocupa)».

Comentario


El contribuyente, una sociedad sin actividad, vendió en 2007 diversas participaciones, obteniendo un beneficio por el que tributó al tipo de gravamen previsto en la normativa del IS para las entidades de reducida dimensión. En el mismo período, adquirió dos fincas rústicas con destino a explotación cinegética, si bien no fue hasta 2008 que emitió una primera serie de facturas vinculadas a una montería aislada, y hasta 2011 que comenzó a facturar por actividades cinegéticas.

A juicio de la AN, el acceso a los incentivos para empresas de reducida dimensión requiere que el contribuyente haya realizado actividades económicas en los términos que para este tipo de empresas establecía el art. 108 del entonces vigente TRLIS (con cita a diversas sentencias del TS, en las que se vincula la realización de actividades económicas con el cumplimiento del requisito sobre INCN establecido en el citado precepto). A este respecto, la AN niega que pueda equipararse a «actividad económica» la mera realización de actos preparatorios de su futuro ejercicio. También aclara que el período impositivo de referencia, a efectos de verificar el cumplimiento del requisito de actividad, es el inmediato anterior a aquel en que se pretenda aplicar el incentivo (el contribuyente no era una entidad de nueva constitución), siendo irrelevante, en el caso de autos, lo acaecido a este respecto en ejercicios distintos de 2006.

Sin perjuicio de lo anterior, la AN considera que no existe culpabilidad en la actuación de la entidad, debido a ciertas incongruencias en que había incurrido la Administración al calificar la actuación del contribuyente como actividad empresarial a efectos del IVA, pero no como actividad económica a efectos del IS; a la existencia de discrepancias de criterio dentro de la propia Sala sobre la virtualidad de dichas actuaciones como actos preparatorios para una actividad económica a efectos de la aplicación del incentivo y por la confusión creada al haberse introducido en el debate actuaciones acaecidas en ejercicios distintos a 2006.

En voto particular, el Presidente de la Sala defiende que la actividad cinegética tiene un período de maduración de la caza de varios años, existiendo relación directa entre la adquisición de las correspondientes fincas de caza y las cacerías y ventas de carne realizadas años después.








	Descripción:
	Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de julio de 2019 



	Referencia:
	N.º Recurso 5873/2017



	Autor:
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Resumen


A partir del ejercicio 2007, se suprime la remisión que el TRLIS hacía a la Ley de IRPF para determinar la existencia de actividad económica, por lo que, a la hora de aplicar los incentivos fiscales que prevé el régimen de entidades de reducida dimensión a la actividad económica de alquiler de inmuebles, únicamente deberán cumplirse los requisitos que establece el TRLIS para dicho régimen, y no otros requisitos adicionales.

Principales mensajes


«La evolución legislativa del IS, la finalidad de la supresión del régimen de sociedades patrimoniales y la normativa contenida en el Texto Refundido del IS de 2004 vigente en 2010 y 2011 no avalan el establecimiento de distinciones en función de su objeto social o de cualquier otra circunstancia a la hora de acogerse a los incentivos fiscales para las empresas de reducida dimensión (…), incluida la aplicación de un tipo de gravamen inferior al general (…)».

«Menos aun cuando la exigencia se basa en una norma (artículo 27.2 Ley 35/2006, de 28 de noviembre), solo aplicable a los rendimientos obtenidos por personas físicas que desarrollen una actividad empresarial por cuenta propia, sin que resulte admisible una interpretación analógica para aplicarla a las personas jurídicas».

«(…) ni siquiera el artículo 53 del TRLIS, que regula el régimen de entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas remite al artículo 27.2 LIRPF (…)».

Comentario


El contribuyente es una entidad dedicada a la actividad inmobiliaria. En las liquidaciones del IS correspondientes a los ejercicios 2010 y 2011 aplicó los incentivos fiscales establecidos para las empresas de reducida dimensión y, en concreto, el tipo reducido del 25% previsto para dichas entidades durante los citados ejercicios.
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